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PRESENTACIÓN

Sobre los territorios de Colombia 
se ha posado una nube de incer-

tidumbre, los anhelos de paz y los 
esfuerzos por avanzar en concretar-
la no coinciden con la realidad a la 
que hoy se enfrenta la población civil 
en zonas rurales y urbanas de todo 
el país. A poco más de dos años del 
actual gobierno, con el cual se espe-
raba avanzar de manera significativa 
en materia de garantías y seguridad 
para quienes defienden derechos no 
es alentadora. 

La guerra sigue presente e, incluso, 
mucho más fortalecida en casi todos 
los departamentos del país. Hay un 
claro deterioro en la situación huma-
nitaria, se identifica un fortalecimien-
to de los grupos armados ilegales y, al 
cierre de este informe, la mayoría de 
procesos de diálogo político y de so-
metimiento se encuentran parados o 
estancados. No es un buen momento 
para la población, especialmente para 
las personas defensoras de derechos 
humanos y liderazgos sociales.

La violencia selectiva en su contra 
persiste, es una realidad que está le-
jos de desaparecer. Sin embargo, el 
primer semestre del año plantea un 
cambio en las dinámicas de las agre-
siones, marcado por la disminución 
en el número de hechos violentos 
confirmados en comparación con el 
mismo periodo del año 2023. Pue-
de parecer paradójico que mientras 
la guerra se instala en los territorios 
las personas defensoras sean vícti-

mas de menos agresiones, pero esto 
puede tener una explicación a partir 
de dos hipótesis que nos atrevemos 
a esbozar. 1. La instalación y mayor 
presencia de los grupos armados ile-
gales en algunas zonas, hace que se 
pase de repertorios violentos a accio-
nes de control social, 2. A mayor pre-
sencia de los grupos armados, mayor 
es el silenciamiento de la población y, 
por lo tanto, mayor es el subregistro 
de las agresiones.

En todo caso, la violencia en contra 
de personas defensoras y liderazgos 
sociales sigue ocurriendo. 355 agre-
siones registradas durante el primer 
semestre del 2024 y, como parte de 
estas, 65 asesinatos, significan que 
muchas vidas siguen siendo afecta-
das de diferentes maneras por el he-
cho de defender los derechos huma-
nos de sus comunidades. Detrás de lo 
que parecen ser números, realmente 
se encuentran vidas, muchas de ellas 
que ya no están porque la violencia se 
las arrebató a sus procesos, familias y 
comunidades, y muchas otras en un 
alto riesgo frente al fortalecimiento 
de los actores armados y la falta de 
estrategias efectivas por parte del Es-
tado para dar garantías. 

Por esta razón, queremos que los 
mensajes y análisis consignados en 
este informe lleguen a toda la socie-
dad pero, particularmente, al Gobier-
no Nacional, como un Telegrama de 
carácter urgente que se envía desde 
todos los rincones de Colombia con 
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las voces de las personas que piden 
paz y respeto por la vida.

Esta publicación se divide en tres ca-
pítulos. En el capítulo 1, se señala la 
preocupación frente a la incertidum-
bre por el accionar de los grupos 
armados ilegales, debido a que la 
mayoría ha aumentado su presencia 
territorial. Las estructuras con mayor 
capacidad como el Ejército Gaitanista 
de Colombia, los grupos posacuerdo 
de paz, el ELN y las bandas crimina-
les, han incrementado de manera sig-
nificativa su presencia, lo que lleva a 
que en este momento se identifiquen 
grupos ilegales en casi todo el país. 
Esto ha ocurrido mientras el Gobierno 
trata de avanzar en negociaciones o 
conversaciones con, precisamente, 
los grupos que han ampliado su pre-
sencia y capacidad militar. Se señala 
la necesidad de trabajar sobre las es-
trategias de paz, para que se frenen 
las acciones de las diferentes estruc-
turas que, como se puede ver en la 
geografía que dibuja la guerra, tienen 
cada vez más control sobre la pobla-
ción civil.

En el segundo capítulo, se señala la 
existencia de un deterioro en la si-
tuación humanitaria del país, que se 
da a la par del fortalecimiento de los 
grupos ilegales en los territorios y la 
intensificación del conflicto armado. 
En este contexto, las comunidades 
han quedado en medio de disputas y 
acciones de control que los ponen en 
riesgo y en situaciones como despla-
zamientos forzados y/o confinamien-
tos. Esta crisis humanitaria afecta 
especialmente a las personas defen-
soras de derechos humanos y lideraz-
gos sociales, quienes son los voceros 

o representantes de sus comunida-
des y, por lo tanto, se convierten en 
objetivo de los grupos. 

En el capítulo 3, se analiza la ocu-
rrencia en el primer semestre de 355 
agresiones en contra de personas 
defensoras de derechos humanos, 
registradas y verificadas por nuestro 
Sistema de Información sobre Agre-
siones contra Personas Defensoras 
de Derechos Humanos en Colombia 
-SIADDHH-. Esta cifra representa una 
disminución del 24% en el número de 
hechos violentos, sin embargo, como 
se evidencia en el capítulo, llama la 
atención la reducción en casi todas 
las agresiones excepto en dos: se-
cuestros y desplazamientos forzados. 
Las actuales dinámicas de la guerra 
podrían estar determinando un cam-
bio en los patrones de la violencia se-
lectiva.

Telegrama es un esfuerzo por trans-
mitir estos mensajes al Estado, no es 
solo la voz del Programa Somos De-
fensores, sino de cientos de perso-
nas que fueron, son y siguen siendo 
víctimas de la violencia selectiva en 
todo el país. Defensoras y defenso-
res continúan a la espera de acciones 
que frenen la violencia, pero mientras 
tanto sus vidas están en riesgo. Es 
necesario entonces que las institucio-
nes protejan a quienes diariamente 
con sus vidas resguardan a sus co-
munidades. 

Queremos agradecer a todas las orga-
nizaciones y personas que contribu-
yeron con su información para la rea-
lización de este informe: Sistema de 
Alertas Tempranas -SAT- de la Defen-
soría del Pueblo; Oficina en Colombia 
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del Alto Comisionado de las Naciones 
Unidas para los Derechos Humanos; 
Asociación de Cabildos Indígenas del 
Norte del Cauca –ACIN-; Fundación 
Desarrollo y Paz –FUNDEPAZ-; Cor-
poración Compromiso; Fundación 
Territorios por Vida Digna; Centro de 
Investigación y Educación Popular -CI-
NEP-; Colombia Diversa; Corporación 
Jurídica Libertad; Sisma Mujer; Co-
mité Cívico por los Derechos Huma-
nos del Meta; y VerdadAbierta.com, 
a través del proyecto Verifico. Gracias 
por su trabajo y compromiso para vi-
sibilizar las agresiones que sufren las 
personas defensoras en todo el país. 

Igualmente, nuestro agradecimiento a 
las agencias y organizaciones de coo-
peración que nos apoyan en el trabajo 
cotidiano y que también nos impul-
san para continuarlo como Pan Para 
el Mundo, Misereor, Global Witness, 
la Unión Europea y Amnistía Interna-
cional y, muy especialmente, a la Real 
Embajada de Noruega en Colombia y 
Diakonia Suecia, su apoyo constante 
ha promovido la labor del Programa 
Somos Defensores y la construcción 
de las publicaciones periódicas.
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EN MEMORIA DE LAS PERSONAS
 DEFENSORAS DE DERECHOS 

HUMANOS ASESINADAS

Durante el primer semestre del 2024 la violencia le arrebató la vida a 65 lide-
razgos sociales y personas defensoras de los derechos humanos en Colombia, 
quienes desde sus procesos en diferentes territorios trabajaban por sus comu-
nidades, por construir un país más justo y en paz. Aquí recordamos sus nom-
bres y perfiles para que sus memorias perduren y para exigir que sus asesinatos 
no queden en la impunidad.

10 de enero de 2024
Argemiro Mayo García
Director de la Casa Juvenil de Mutatá.
Integrante de la junta directiva 
de COCOSARLES
Mutatá, Antioquia

Argemiro Mayo García, conocido 
por sus allegados como “el profe”, 
era miembro de la junta directiva del 
Consejo Comunitario de Afrodescen-
dientes, Etnia Negra, de la Serranía de 
Abibe, Río León y Sucio -COCOSAR-
LES- de Pavarandocito. Se desempe-
ñó como director de la Casa Juvenil 
de Mutatá y se encontraba registrado 
ante la Jurisdicción Especial para la 
Paz -JEP-como defensor de los dere-
chos humanos de las comunidades 
negras.

El 10 de enero de 2024, fue asesina-
do mientras se movilizaba con su her-
mano por el corregimiento Las Cau-
cheras, zona rural del municipio de 
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Mutatá, departamento de Antioquia. 
Argemiro fue interceptado por hom-
bres armados, quienes lo atacaron 
con arma de fuego y le dispararon en 
varias oportunidades.

Presuntos responsables: paramilitares

10 de enero de 2024
Geovanny Luna Cárdenas
Fiscal de la JAC, barrio Antonia Santos
Cúcuta, Norte de Santander

Geovanny Luna Cárdenas de 42 años, 
era fiscal de la Junta de Acción Co-
munal del barrio Antonia Santos, ubi-
cado en la ciudad de Cúcuta. Trabaja-
ba como vigilante del Colegio Carlos 
Ramírez París y desempeñaba en 
ejercicios de liderazgo en la zona. Era 
reconocido por su labor en favor de 
la conformación jurídica del barrio An-
tonia Santos y por luchar en favor del 
desarrollo de su comunidad.

El 10 de enero de 2024, mientras se 
encontraba desayunando en com-
pañía de su pareja sentimental en la 
ciudad de Cúcuta, fue asesinado por 
personas integrantes de una banda 
criminal que le dispararon con arma 
de fuego. 

Presuntos responsables: bandas 
Criminales
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14 de enero de 2024
José Enrique Roa Cruz
Dirigente de ASTPAH
La Argentina, Huila

José Enrique Roa Cruz, era líder de 
reincorporación y firmante del Acuer-
do de Paz de 2016. Hizo parte de la 
Comisión de Seguimiento, Impulso y 
Verificación a la Implementación del 
Acuerdo de Paz (CSIVI) y fue enlace 
territorial en el departamento del Hui-
la. Además, era dirigente de la Aso-
ciación de Trabajadores y Productores 
Agropecuarios del departamento del 
Huila – ASTPAH-.

El 14 de enero de 2024, entre las 6:00 
y 6:30 de la tarde, durante una reunión 
en el balneario La Balastrera, ubicado 
en el corregimiento de Guacacallo, 
jurisdicción del municipio de Pitalito, 
Huila, fue retenido ilegalmente junto 
con dos hombres de su esquema de 
seguridad. Individuos armados irrum-
pieron en el lugar y abrieron fuego. 
José Enrique fue herido en la pierna 
y junto con sus escoltas y otras dos 
personas, fue raptado por los arma-
dos en una camioneta blindada.

Horas más tarde, en la vereda a La 
Maica, jurisdicción del municipio de 
Oporapa, fueron hallados los cuer-
pos sin vida de sus escoltas. Por otra 
parte, dos días después el cuerpo sin 
vida de José Enrique fue encontrado 
en la vereda Sinaí, zona rural del mu-
nicipio de la Argentina.

Presuntos responsables: grupos 
postacuerdo de paz 



8

16 de enero de 2024
Higinio Bastos Marín
Afiliado Asojuntas
Tame, Arauca

Higinio Bastos Marín, habitante de la 
vereda Puente Tabla, era un campe-
sino y líder social de 52 años. Esta-
ba afiliado a la Asociación de Juntas 
de Acción Comunal del municipio de 
Tame, y había sido presidente de la 
Junta de Acción Comunal del centro 
poblado Puente Tabla, ubicado en la 
vereda Bajo Cusay II, en el departa-
mento de Arauca.

Al mediodía del martes 16 de ene-
ro de 2024, Higinio fue asesinado 
mientras se encontraba al interior de 
su vehículo abasteciéndose de com-
bustible, en una estación de servicio 
de Tame. Dos individuos armados, 
se acercaron en una motocicleta y le 
dispararon en repetidas oportunida-
des, pese a que Higinio fue traslada-
do hasta el Hospital San Antonio de 
Tame, falleció debido a la gravedad 
de las heridas. 

Presuntos responsables: ELN
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16 de enero de 2024
Billy Smith Salgado Camargo
Coordinador de deportes de JAC, 
barrio La Candelaria
Cartagena, Bolívar

Billy Smith Salgado Camargo de 22 
años, era coordinador de deportes 
de la Junta de Acción Comunal del 
barrio La Candelaria en Cartagena y 
estudiante de auxiliar de farmacia. Se 
destacó por su dedicación al deporte, 
utilizándolo como herramienta para 
alejar a los jóvenes de la delincuencia 
y las drogas.

El 16 de enero de 2024, en horas de 
la noche, fue víctima de un atraco a 
mano armada en la avenida Pedro de 
Heredia a la altura del barrio España, 
ubicado en la ciudad de Cartagena. 
Mientras transitaba en su motocicle-
ta con su esposa, fue interceptado 
por varios individuos que intentaron 
robarle la moto, tras un forcejeo, los 
delincuentes le dispararon, lo despo-
jaron de sus pertenencias y huyeron. 
Billy fue trasladado al Hospital Univer-
sitario del Caribe, donde falleció.

Presuntos responsables: desconocidos
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17 de enero de 2024
Fidel Antonio Hernández Correa
Integrante de JAC, barrio Santa María
Apartadó, Antioquia

Fidel Antonio Hernández de 66 años, 
era miembro de la Junta de Acción 
Comunal del barrio Santa María en 
Apartadó. Fue reconocido por su la-
bor social, su dedicación al cuidado 
de uno de los parques locales del sec-
tor y su pasión por la bicicleta. Ade-
más, fue activo en la Unión Patriótica, 
militante del Pacto Histórico y candi-
dato por la Colombia Humana en las 
elecciones regionales de 2023.

El miércoles 17 de enero de 2024, fue 
hallado sin vida en un platanal ubicado 
en la vereda La Polapa, aledaño a la Fin-
ca La Chinita, jurisdicción de San José 
de Apartadó. Su cuerpo tenía señales 
de tortura y heridas de arma blanca.

Presuntos responsables: paramilitares

18 de enero de 2024
José Gregorio Naranjo Isaza
Presidente Junta de Acción Comunal 
corregimiento de Carrizal
San Carlos, Córdoba

José Gregorio Naranjo Isaza de 46 
años, era presidente de la Junta de 
Acción Comunal del corregimiento 
Carrizal, ubicado en el municipio de 
San Carlos, Córdoba. Fue reconocido 



11

por su labor en favor de las comunida-
des más necesitadas en áreas como 
infraestructura, educación, salud y 
suministro de agua potable. Además, 
ejerció vigilancia ciudadana sobre 
obras públicas y denunció presuntas 
irregularidades en contrataciones pú-
blicas.

El 18 de enero de 2024, en horas de 
la noche mientras se encontraba en 
su vivienda, fue víctima de un ata-
que sicarial perpetrado por hombres 
armados que se movilizaban en una 
motocicleta.

Presuntos responsables: desconocidos

19 de enero de 2024
José Alirio Chocué Molano
Sabedor ancestral Territorio Ancestral 
Nasa La Gaitana 
Silvia, Cauca

José Alirio Chocué Molano, sabedor 
ancestral de la comunidad indígena 
Nasa y firmante de paz, fue asesinado 
el 19 de enero de 2024, sobre las 7:00 
de la mañana en la vereda Loma del 
Carmen, territorio Nasa de la Gaita-
na, ubicado en el municipio de Silvia, 
Cauca. El ataque se perpetró cuando 
hombres armados irrumpieron en su 
vivienda y le dispararon.

Presuntos responsables: grupos 
postacuerdo de paz
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24 de enero de 2024
Tiberio Domicó Bailarín
Alguacil de la guardia Embera, 
comunidad Kachichi
Tierralta, Córdoba

Tiberio Domicó Bailarín de 34 años, 
era alguacil de la guardia indígena 
Embera, comunidad Kachichi. El miér-
coles 24 de enero de 2024, en horas 
de la mañana, en la vía a Urrá, jurisdic-
ción del municipio de Tierralta, depar-
tamento de Córdoba, su cuerpo sin 
vida fue hallado, al parecer, sin signos 
de violencia evidentes.

Presuntos responsables: paramilitares
	

24 de enero de 2024
Mardonio Mejía Mendoza
Director de la emisora comunitaria 
Sonora Estéreo
San Pedro, Sucre

Mardonio Mejía Mendoza, era un pe-
riodista de 65 años, ganadero, miem-
bro activo de la asociación ganadera 
del departamento de Sucre y director 
de la emisora comunitaria Sonora 
Estéreo, ubicada en el municipio de 
San Pedro, Sucre. Fue reconocido por 
su programa “Amanecer Campesino” 
transmitido por la emisora Sonora Es-
téreo, en donde hablaba sobre temas 
relacionados con la vida rural y noti-
cias generales sobre el territorio. 



13

El 24 de enero de 2024 en la noche, 
dos hombres que se movilizaban en 
una motocicleta lo abordaron mien-
tras se encontraba a pocos pasos de 
su vivienda en el municipio de San Pe-
dro, y le dispararon en dos oportuni-
dades. A pesar de que fue trasladado 
a un centro de salud cercano llegó sin 
signos vitales.

Presuntos responsables: autores 
individuales

29 de enero de 2024
Fernando Romero Fierro
Presidente de la JAC, corregimiento 
Cachimbal
Vijes, Valle del Cauca

Fernando Romero Fierro, era presi-
dente de la Junta de Acción Comunal 
del corregimiento Cachimbal ubica-
do en el municipio de Vijes, Valle del 
Cauca. El 29 de enero de 2024, fue 
asesinado en medio de un ataque si-
carial. El hecho se perpetró en el co-
rregimiento Cachimbal, cuando dos 
hombres en una motocicleta blanca 
dispararon. Una persona más murió y 
otra quedó herida en el mismo hecho.

Presuntos responsables: desconocidos
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30 de enero de 2024
Fabián Castaño Serna
Presidente de la JAC, vereda La Alejandría 
y de ASOREPI
Tuluá, Valle del Cauca

Fabián Castaño Serna de 48 años, era 
presidente de la Junta de Acción Co-
munal de la vereda La Alejandría y de 
la Asociación Campesina -ASOPERI. 
Fue conocido por apoyar actividades 
culturales, sociales y deportivas en su 
comunidad, además de ser un agri-
cultor con un gran amor por el campo. 

El 30 de enero de 2024, mientras 
transportaba a estudiantes en la ruta 
escolar en la cual trabajaba como 
conductor, fue interceptado por indi-
viduos armados pertenecientes quie-
nes le dispararon indiscriminadamen-
te en presencia de al menos cuatro 
menores de edad.

Presuntos responsables: grupos 
postacuerdo de paz

3 de febrero de 2024
Jhon Fredy Muchavisoy
Expresidente de la JAC, 
vereda Dos Quebradas
Puerto Asís, Putumayo

Jhon Fredy Muchavisoy de 27 años, 
era presidente de la Junta de Acción 
Comunal de la vereda Dos Quebra-
das, ubicada en el municipio de Puer-
to Asís, Putumayo. Jhon Fredy trabajó 
durante varios meses por la legaliza-
ción de la Junta de Acción Comunal 



15

de la vereda Dos Quebradas, sin em-
bargo, renunció a su cargo poco tiem-
po antes de ser asesinado.

El sábado 3 de febrero de 2024 so-
bre las 9:30 de la mañana, en la ve-
reda Dos Quebradas perteneciente 
al corregimiento de Piñuña Blanco, 
municipio de Puerto Asís, Putumayo, 
su cuerpo sin vida fue hallado. Al pa-
recer, individuos armados irrumpieron 
en su vivienda, lo sacaron a la fuerza 
y posteriormente lo asesinaron a me-
nos de cien metros de su hogar.

Presuntos responsables: desconocidos

4 de febrero de 2024
Lirnedy Soto Ordoñez
Tesorero de la JAC, vereda La Pradera
Puerto Caicedo, Putumayo

Lirnedy Soto Ordoñez, era tesorero 
de la Junta de Acción Comunal de 
la vereda La Pradera, ubicada en la 
inspección de Arizona, municipio de 
Puerto Caicedo, Putumayo.

El 1 de febrero de 2024, Lirnedy fue 
llevado por la fuerza con rumbo des-
conocido por parte de integrantes de 
un grupo armado. Tres días después 
su cuerpo fue hallado sin vida con 
impactos de arma de fuego, sobre un 
camino que conecta la vereda La Pra-
dera con la inspección de Arizona.  

Dadas las complicadas condiciones 
del territorio, hasta el 6 de febrero de 
2024, el cuerpo de Lirnedy fue tras-
ladado hacia el municipio de Puerto 
Asís, Putumayo.

Presuntos responsables: alianzas 
criminales



16

6 de febrero de 2024
Aldinebin Ramos Buitrago
Fundador de la Asociación LGBTI 
Chaparral Diversa
Ortega, Tolima

Aldinebin Ramos Buitrago, se desta-
có por visibilizar las dinámicas de vio-
lencia ejercidas contra personas de 
la comunidad LGBTIQ+ por parte de 
actores armados en su territorio. Hizo 
parte del grupo motor de los PDET e 
iniciativas de la implementación del 
Acuerdo de Paz de 2016, fundó la 
Asociación LGBTI “Chaparral Diver-
sa”, además, se dedicó a la peluque-
ría y labores agropecuarias

El 6 de febrero de 2024 en la noche, 
en el sector Olaya Herrera, municipio 
de Ortega, Tolima, Aldinebin se en-
contraba en una vivienda en compa-
ñía de una mujer, un hombre de 26 
años y un menor de edad de 6 años, 
cuando personas armadas ingresaron 
por la parte trasera del lugar, abrieron 
fuego de manera indiscriminada y 
acabaron con su vida y la de la mujer. 
El hombre de 26 años fue herido de 
gravedad y trasladado hacia el hospi-
tal Federico Lleras Acosta de Ibagué, 
mientras que el menor de edad no su-
frió heridas.

Presuntos responsables: bandas 
criminales
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10 de febrero de 2024
Eywar Yamid Morán Campo
Guardia indígena en la Asociación 
de Cabildos Ukawes’sx Cxhab. 
Miembro de COOMEEP
Santander de Quilichao, Cauca

Eywar Yamid Morán Campo, era pa-
dre de una menor de 10 años, firman-
te de paz de 38 años, habitante del 
espacio territorial de capacitación y 
reincorporación, ubicado en la vereda 
San Antonio, resguardo Pueblo Nue-
vo, departamento del Cauca. Eywar 
fue guardia indígena del resguardo e 
hizo parte de la Cooperativa Multiacti-
va Ecomún “La Esperanza del Pueblo” 
-COOMEEP-.

El 11 de febrero de 2024 finalizando 
la tarde, se movilizaba en una motoci-
cleta junto a un compañero por la vía 
Panamericana, cuando se encontra-
ban en inmediaciones de El Tajo, Sec-
tor Dominguillo, municipio de Santan-
der de Quilichao, fueron sorprendidos 
por miembros de un grupo armado, 
quienes les dispararon en repetidas 
ocasiones y acabaron con la vida de 
Eywar.

Presuntos responsables: grupos 
postacuerdo de paz
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11 de febrero de 2024
Jaime Ernesto Páez Devia
Miembro activo de la JAC en la comisión 
de asuntos políticos, vereda Buenavista
Rioblanco, Tolima

Jaime Ernesto Páez Devia era líder co-
munitario, productor cafetero, agricul-
tor y habitante de la vereda Buenavis-
ta, ubicada en el municipio Rioblanco, 
Tolima. Se destacó por su compromi-
so con el progreso comunitario, de 
manera que llevó a cabo iniciativas 
para el desarrollo local y acompañó 
algunos procesos de la Cooperativa 
de Vías de Rioblanco -COOVIASRIO 
APC-, además, fue miembro activo 
de la Junta de Acción Comunal en la 
comisión de asuntos políticos de la 
vereda Buenavista.

El 11 de febrero de 2024, mientras se 
encontraba en su finca, personas ar-
madas irrumpieron en su casa, le dis-
pararon y acabaron con su vida. 

Presuntos responsables: grupos 
postacuerdo de paz

16 de febrero de 2024
Darío de Jesús Hernández
Integrante de la junta directiva 
de COOMIPAZ y de la comunidad indígena 
Cañamomo Lomaprieta
Riosucio, Caldas

Darío de Jesús Hernández tenía 52 
años, fue miembro de la comunidad 
indígena Cañamomo Lomaprieta del 
municipio de Riosucio, Caldas, e hizo 
parte de la Junta Directiva de la Coo-
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perativa Multiactiva Indígena para la 
Paz -COOMIPAZ.

El 15 de febrero de 2024 Darío no 
regresó a su casa, sus familiares ini-
ciaron la búsqueda y el 16 de febrero 
lo encontraron muerto. Las circuns-
tancias de la muerte todavía no son 
claras. Se conoce que el líder era víc-
tima de constantes amenazas y el 31 
de enero de 2024 sufrió un atentado; 
a pesar de reiteradas peticiones no se 
le asignó un esquema de protección.

Presuntos responsables: desconocidos

20 de febrero de 2024
José Antonio Lozano Puentes
Tesorero de la Junta Directiva 
de Medianos y Pequeños Agricultores 
“El Barranquero”
Palmira, Valle del Cauca

José Antonio Lozano Puentes fue un 
líder campesino, tenía 40 años y ejer-
ció su liderazgo como tesorero de la 
Junta Directiva de Medianos y Peque-
ños Agricultores “El Barranquero”.   

El 20 de febrero de 2024 en la noche, 
José se encontraba junto a su familia 
en su casa en la vereda la Quisquina, 
zona rural de Palmira, Valle del Cauca, 
cuando hombres armados llegaron 
hasta el lugar en motocicleta, irrum-
pieron en su hogar, lo amenazaron, lo 
sacaron de su vivienda y lo asesina-
ron con varios disparos.

Presuntos responsables: grupos 
postacuerdo de paz
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21 de febrero de 2024
Jackson Emilio Romaña Cuesta
Líder juvenil. Voluntario del Comité 
de Defensa Civil del Chocó. Integrante 
de la Asociación de Jóvenes Desplazados 
Nueva Imagen en Unión -AJODENIU-
Quibdó, Chocó

Jackson Emilio Romaña Cuesta era 
un líder juvenil de 32 años, padre de 
tres hijos y oriundo del municipio de 
Vigía del Fuerte, Antioquia. A sus 8 
años migró a Quibdó y desde tem-
prana edad se involucró en causas 
sociales, hizo parte de la Asociación 
de Jóvenes Desplazados Nueva Ima-
gen en Unión –AJODENIU-, del barrio 
Villa España en Quibdó-Chocó y fue 
voluntario de la Defensa Civil durante 
17 años. 

Jackson, conocido por sus más alle-
gados como “Jimmy”, estudió edu-
cación física en la Universidad Tec-
nológica de Chocó. Con el objetivo 
de alejar a la niñez y la juventud de 
la violencia, se desempeñó como en-
trenador de una escuela de formación 
deportiva para niños en Quibdó, orga-
nizó torneos deportivos en los barrios 
y se desempeñó como instructor en 
un centro recreativo.

El 21 de febrero de 2024, sobre las 
2:30 de la madrugada, integrantes 
una banda criminal irrumpieron en su 
vivienda ubicada en el barrio Obrero y 
le propinaron varios disparos que aca-
baron con su vida.

Presuntos responsables: bandas 
criminales
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23 de febrero de 2024
Ludivia Galindez Jiménez
Presidenta de ASOJUNTAS La Montañita 
y de ASODEMUC
Florencia, Caquetá

Ludivia Galindez Jiménez, fue una lide-
resa comunal de 50 años, presidenta 
de la Asociación de Juntas de Acción 
Comunal del municipio la Montañita, 
Caquetá. Hizo parte de la Asociación 
Nacional de Mujeres por la Paz y la 
Defensa de los Derechos de la Mu-
jer Colombiana –ASODEMUC-, fue 
miembro de la Junta Directiva Depar-
tamental del Comité Permanente por 
la Defensa de los Derechos Humanos 
-CPDH- y de la dirección regional del 
Partido Comunista Colombiano en el 
departamento de Caquetá, además, 
fue candidata al consejo en las elec-
ciones regionales de 2023.

La noche del viernes 23 de febrero 
de 2024, individuos armados movili-
zados en motocicleta irrumpieron en 
su vivienda, ubicada en el barrio Villa 
del Prado de la ciudadela Siglo XXI en 
el municipio de Florencia. Los sujetos 
abrieron fuego desde las rejas de su 
vivienda luego de que su esquema de 
protección asignado por la UNP, se re-
tirara del lugar. En medio del ataque, 
uno de sus hijos resultó herido, mien-
tras que ella recibió impactos de bala 
y pese a que fue auxiliada, falleció de-
bido a la gravedad de sus heridas.

Presuntos responsables: desconocidos
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26 de febrero de 2024
Abelardo Quintero Duque
Presidente de la JAC, vereda El Mango
Puerto Guzmán, Putumayo

Abelardo Quintero Duque era un líder 
comunal de 55 años, presidente de la 
Junta de Acción Comunal de la vereda 
El Mango, perteneciente a la inspec-
ción Santa Lucía, ubicada en el munici-
pio de Puerto Guzmán, Putumayo.

En la mañana del 26 de febrero de 
2024, Abelardo fue asesinado por 
personas que lo atacaron con arma de 
fuego tras concluir labores de campo 
en un predio cerca de su vivienda. Su 
cuerpo fue hallado por sus familiares.

Presuntos responsables: alianzas 
criminales

26 de febrero de 2024
Claudia Esther Ocampo Camacho
Lideresa comunitaria
Distrito Capital

Claudia Esther Ocampo Camacho, era 
una lideresa comunitaria de 46 años, 
animalista y trabajadora informal. Fue 
reconocida por su amplia labor por el 
cuidado y la protección de los anima-
les. Claudia se destacó por la organi-
zación de colectas de medicamentos 
para los animales callejeros que vivían 
cerca de su hogar, y por la adecuación 
de su vivienda como refugio para ani-
males desamparados.
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El lunes 26 de febrero de 2024 en la 
tarde, Claudia transitaba en bicicleta 
junto con su esposo por una calle de 
Bogotá, cuando fueron abordados por 
individuos que, al parecer, pretendían 
robarlos. En medio del hecho un hom-
bre atacó a Claudia y la golpeó con un 
objeto contundente. Fue trasladada 
a un centro asistencial en donde fue 
intervenida quirúrgicamente, sin em-
bargo, falleció como consecuencia de 
un trauma craneoencefálico.

Presuntos responsables: autores 
individuales

4 de marzo de 2024
Dairo Yovani Aquite
Autoridad ancestral del resguardo 
Santa Rosa de Inzá
Páez, Cauca

Dairo Yovani Aquite era un líder indí-
gena de 29 años, quien se desempe-
ñó como alcalde menor y autoridad 
ancestral del territorio de Santa Rosa 
de Capicísco, ubicado en el municipio 
de Inzá, Cauca. 

El 4 de marzo de 2024 en la tarde, en 
zona rural del municipio de Páez, Dairo 
fue asesinado por un grupo armado. 
El hecho se perpetró mientras se des-
plazaba junto con un comunero por el 
sector Vitoncó, en esta zona fueron 
interceptados por personas armadas. 
El comunero logró escapar, mientras 
que Dairo fue agredido con arma de 
fuego. Su cuerpo sin vida, fue aban-
donado a un costado de la vía, pero 
horas después fue recuperado por las 
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autoridades indígenas para ser trasla-
dado a su territorio de origen.

El líder había sido víctima de amena-
zas en reiteradas ocasiones por dife-
rentes grupos armados.

Presuntos responsables: grupos 
postacuerdo de paz

3 de marzo de 2024
Josué Castellanos Pérez
Delegado en la asamblea de la 
Confederación Nacional de Acción 
Comunal. Integrante de la Fundación 
de DDHH Joel Sierra
Tame, Arauca

Josué Castellanos Pérez de 42 años, 
era delegado de la Federación de Jun-
tas Comunales de Arauca en la asam-
blea de la Confederación Nacional 
de Acción Comunal, integrante de la 
asamblea regional de la Fundación de 
DD.HH Joel Sierra  y miembro de la 
Asociación Nacional Campesina José 
Antonio Galán Zorro -ASONALCA-. 

El 5 de marzo de 2024 fue asesinado 
en el sector de Santa Helena, ubica-
do en el municipio de Tame. Josué se 
encontraba en una reunión pública, 
cuando al lugar llegó una camioneta 
con cinco hombres armados y enca-
puchados que irrumpieron, intimida-
ron a los asistentes, desarmaron al 
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esquema de seguridad de Josué y, 
posteriormente, a las afueras del es-
tablecimiento, le dispararon en repe-
tidas ocasiones.

Presuntos responsables: grupos 
postacuerdo de paz

6 de marzo de 2024
Deivi Enrique Junco Hernández
Consejero de Paz, Reconciliación 
y Conciliación
Santa Cruz de Lorica, Córdoba

Deivi Enrique Junco Hernández era un 
hombre de 43 años; consejero de Paz, 
Reconciliación y Conciliación, y funcio-
nario de la Secretaría de Gobierno del 
municipio de Lorica como referente 
del Programa Renta Ciudadana.

Deivi era habitante del barrio El Are-
nal, ubicado en el municipio de Lorica, 
departamento de Córdoba, se vinculó 
durante varios años a la Secretaria de 
Gobierno de aquel municipio, y des-
de allí atendió a víctimas y población 
LGTBIQ+.

Fue reportado como desaparecido el 
5 de marzo de 2024. Un día después, 
su cuerpo sin vida fue encontrado en 
la vereda Las Estancias, jurisdicción 
del municipio de Lorica. 

Presuntos responsables: desconocidos
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7 de marzo de 2024
Segundo Virgilio Imbachí Noguera
Miembro del comité de conciliación de 
JAC, vereda El Porvenir en Leiva, Nariño
Balboa, Cauca

Segundo Virgilio Imbachí Noguera, 
era miembro del comité de concilia-
ción de la Junta de Acción Comunal 
de la vereda El Porvenir, en el munici-
pio de Leiva, departamento de Nariño.
El 7 de marzo de 2024, fue sacado a 
la fuerza de su vivienda ubicada en 
este municipio, por parte de hombres 
armados. Fue trasladado hasta el mu-
nicipio de Balboa, departamento de 
Cauca, y allí lo asesinaron con arma 
de fuego en la vereda El 81.

Presuntos responsables: grupos 
postacuerdo de paz

11 de marzo de 2024
Cristian Alberto Castrillón Chicaiza
Vicepresidente del acueducto 
multiveredal La Quiebra
Caldas, Antioquia

Cristian Alberto Castrillón Chicaiza, 
conocido por su más allegados como 
“El Charrito”, era un líder comunal de 
32 años. Se desempeñó como presi-
dente de la Junta de Acción Comunal 
del barrio Santa Cruz del municipio de 
Caldas, Antioquia, y era el vicepresi-
dente del acueducto multiveredal La 
Quiebra. Además, fue excandidato 
al concejo municipal de Caldas en 
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las elecciones de 2023 por el partido 
Nuevo Liberalismo.

El 11 de marzo de 2024 en la tarde, 
fue asesinado mientras se encontra-
ba en un establecimiento comercial 
en compañía de un grupo de amigos 
en la vereda la Tolva, jurisdicción del 
municipio de Caldas. Dos hombres ar-
mados llegaron en una una motocicle-
ta, ingresaron al lugar y le dispararon 
a Cristian en repetidas oportunidades.

Presuntos responsables: desconocidos

16 de marzo de 2024
Carmelina Yule Paví
Mayora, excapitana de la Guardia Indígena 
Nasa, excoordinadora local del Tejido 
Mujer del resguardo de Toribío
Toribío, Cauca

Carmelina Yule Paví era una lideresa 
indígena de 62 años, integrante de la 
Guardia Indígena de la vereda La Bo-
dega. Excoordinadora local del Tejido 
Mujer del resguardo de Toribío, exca-
pitana de la Guardina y artesana. Se 
caracterizaba por ser una mujer de-
fensora del territorio y promotora de 
la igualdad de género. 

El 16 de marzo de 2024, Carmeli-
na fue asesinada en el municipio de 
Toribío, departamento del Cauca, en 
medio de un ataque perpetrado por 
integrantes del frente Dagoberto Ra-
mos del Estado Mayor Central. Tras 
el secuestro de un menor de edad 
en el sector, Carmelina como miem-
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bro de la Guardia Indígena, junto con 
la comunidad emprendieron la bús-
queda, pero fueron sorprendidos por 
miembros del grupo armado que les 
dispararon luego de que estos exigie-
ran conocer el paradero del menor. 
Carmelina recibió varios disparos los 
cuales acabaron con su vida.

Presuntos responsables: grupos 
postacuerdo de paz

20 de marzo de 2024
Álvaro Javier Morales Flor
Presidente de JAC, corregimiento 
de Ortega
Cajibío, Cauca

Álvaro Javier Morales Flor, era vocero 
del Comité de Reforma Agraria de Caji-
bío y presidente de la Junta de Acción 
Comunal del corregimiento Ortega.

Álvaro desapareció el 19 de marzo de 
2024 y horas más tarde fue hallado 
sin vida, con impactos de bala en su 
cuerpo, a un costado de la vía del sec-
tor La Mina, en la vereda Cacahual, 
municipio de Cajibío. 

Al parecer la agresión se perpetró en 
horas de la tarde de aquel día, en la 
vereda El Dinde del mismo municipio, 
cuando el líder se movilizaba por la 
zona y fue interceptado en medio de 
un retén ilegal por integrantes de un 
grupo armado, quienes lo retuvieron 
y posteriormente lo asesinaron.

Presuntos responsables: grupos 
postacuerdo de paz
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24 de marzo de 2024
Yirleana Lorena Moreno Cuesta
Red de Madres y Cuidadoras de Jóvenes
Víctimas de Homicidio en Quibdó
Quibdó, Chocó

Yirleana Lorena Moreno Cuesta, era 
una lideresa comunitaria del departa-
mento de Chocó, hizo parte de la Red 
de Madres y Cuidadoras de Jóvenes 
Víctimas de Homicidios en Quibdó, en 
donde trabajó de manera activa por la 
construcción de paz, la búsqueda de 
justicia y verdad. El 24 de marzo de 
2024, fue asesinada por parte una ban-
da criminal en el municipio de Quibdó.

Presuntos responsables: bandas 
criminales

27 de marzo de 2024
Emerson David Silva Martínez
Líder juvenil
Cubará, Boyacá

Emerson David Silva Martínez, era un 
líder juvenil de 24 años, excandidato 
al concejo municipal del municipio 
de Saravena, en las elecciones regio-
nales de 2023 por el partido político 
Cambio Radical.

El 23 de febrero de 2024, fue secues-
trado por un grupo armado, y el 27 de 
marzo de 2024, sobre las 10:00 de la 
mañana, fue hallado sin vida y con im-
pactos de bala en su cuerpo, en cerca-
nías al río Royota, en el municipio de 
Cubará, Boyacá, en la vía que comuni-
ca a este municipio con Saravena.

Presuntos responsables: ELN 
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29 de marzo de 2024
Yoli Áchito Rojas
Guardia indígena de la comunidad 
Alto Tumandó
Alto Baudó, Chocó

Yoli Áchito Rojas, era guardia indíge-
na de la comunidad Alto Tumandó, 
personero estudiantil de la Institución 
Educativa Ikaba de Puesto Indio en 
el Resguardo Río Jurubitá Chorí, ubi-
cado en el municipio de Alto Baudó, 
Chocó. 

El 29 de marzo de 2024, fue asesina-
do con arma de fuego por parte de 
individuos armados.

Presuntos responsables: paramilitares 

31 de marzo de 2024
Graciel Mendoza Valencia
Integrante de la mesa municipal 
de víctimas de Tame
Tame, Arauca

Graciel Mendoza Valencia, era miem-
bro de la Mesa para la Participación 
Efectiva de Víctimas en el municipio 
de Tame, Arauca. 

El 31 de marzo de 2024 en horas de 
la mañana, personas armadas ingre-
saron con artefactos explosivos en la 
sede de la Cooperativa Agropecuaria 
del Sarare –COAGROSARARE, en la 
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vereda La Arabia, municipio de Tame. 
Durante el ataque, asesinaron a un 
campesino y retuvieron a la fuerza a 
Graciel Mendoza, quien horas más 
tarde fue hallado sin vida en inme-
diaciones de la vereda Caño verde en 
Tame.

Presuntos responsables: grupos 
postacuerdo de paz

1 de abril de 2024
Ever Albeiro Espí Hernández
Presidente de la JAC, vereda Brisas 
de Maporal
Arauquita, Arauca

Ever Albeiro Espí Hernández, era pre-
sidente de la Junta de Acción Comu-
nal de la vereda Brisas de Maporal, en 
Arauquita, departamento de Arauca.

El 31 de marzo de 2024, en horas 
de la noche, Ever fue sacado por la 
fuerza de su vivienda por personas 
armadas. Un día después fue hallado 
sin vida a escasos metros del caserío 
Las Cruces en Arauquita. Las autori-
dades lograron identificar el cuerpo 
el 2 de abril de 2024 y señalaron que 
Ever habría sido atacado con arma 
de fuego. 

Presuntos responsables: ELN 
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13 de abril de 2024
Yoiner Gómez Burbano
Representante del Comité de Juventudes
de Patía, Cauca
Taminango, Nariño

Yoiner Gómez Burbano era represen-
tante del comité de juventudes del 
municipio de Patía, departamento del 
Cauca, allí ejerció labores en pro de 
su comunidad.

El 13 de abril de 2024, fue asesinado 
en una zona conocida como Remo-
linos ubicada en el municipio de Ta-
minango, departamento de Nariño. 
Yoiner viajó a Remolinos y allí fue in-
terceptado por individuos armados, 
quienes lo atacaron con arma de fue-
go y lo dejaron a un costado de la vía 
muy mal herido. Habitantes de la zona 
se percataron de la situación, lo auxi-
liaron y lo trasladaron hacia un centro 
médico en donde falleció debido a la 
gravedad de las heridas.

Presuntos responsables: desconocidos

14 de abril de 2024
Jaime Alonso Vásquez Giraldo
Veedor ciudadano
Cúcuta, Norte de Santander

Jaime Vásquez era un reconocido 
veedor ciudadano de 64 años, quien 
se caracterizó por sus denuncias an-
ticorrupción en el departamento de 
Norte de Santander. Entre sus denun-
cias, señaló presuntas irregularidades 
en el nombramiento del gerente del 
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hospital de Pamplona e investigó al 
gobernador del departamento por 
presuntos actos de corrupción, rela-
cionados con temas de salud y el Pro-
grama de Alimentación Escolar (PAE).

El 14 de abril de 2024, Jaime fue ase-
sinado en una panadería ubicada en el 
sector de La Riviera, en la ciudad de 
Cúcuta. El líder tenía planeado reunir-
se con una abogada anticorrupción 
cuando dos personas llegaron al esta-
blecimiento en una motocicleta. El pa-
rrillero se bajó, sacó un arma de fuego 
y le disparó en tres oportunidades.

Jaime contaba un esquema de se-
guridad dadas las amenazas contra 
su vida, sin embargo, se encontraba 
desde hace un mes sin la protección 
de la UNP.

Presuntos responsables: bandas 
criminales

16 de abril de 2024
José Urbano Chávez Hurtado
Fiscal de JAC, barrio Buenos Aires
Nóvita, Chocó

José Urbano Chávez Hurtado era un 
líder comunal, que se desempeñaba 
como fiscal de la Junta de Acción 
Comunal del Barrio Buenos Aires, en 
Novita, Chocó. El 16 de abril de 2024, 
fue asesinado por su hermano, quien 
lo atacó con arma blanca a las afueras 
de su vivienda ubicada en el munici-
pio de Nóvita.

Presuntos responsables: autores 
individuales
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19 de abril de 2024
Clarivet Ocampo Fernández
Madre comunitaria
Tuluá, Valle del Cauca

Clarivet Ocampo, era madre comuni-
taria y coordinadora del área de dis-
capacidad de la alcaldía de Tuluá, Va-
lle del Cauca. Fue asesinada el 19 de 
abril de 2024 en medio de un ataque 
sicarial a la salida del coliseo Manuel 
Victoria Rojas de Tuluá. El hecho se 
perpetró tras la finalización del evento 
de los 100 días de la administración 
local, cuando individuos armados 
irrumpieron en el lugar y abrieron 
fuego. En medio de un intercambio 
de disparos, también perdió la vida el 
concejal Carlos Arturo Londoño.
 
Presuntos responsables: bandas 
criminales

20 de abril de 2024
Luis Alfredo Leones Álvarez
Líder comunitario
San Jacinto, Bolívar

Luis Alfredo Leones Álvarez, era un 
líder comunitario de 56 años, padre 
de tres hijos, docente licenciado en 
ciencias sociales y rector de la Institu-
ción Educativa León XIII desde el año 
1998. Se caracterizó por su dedica-
ción a la enseñanza, fue pionero para 
que jóvenes y adultos validaran sus 
estudios y se enfocó en la implemen-
tación de proyectos del Ministerio de 
Educación en su comunidad. Era una 
persona apasionada por el folclor y 
la cultura, de manera que perteneció 
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durante varios años al grupo de danza 
Macumbé.

El 20 de abril de 2024, en horas de 
la mañana, fue hallado sin vida en su 
vivienda, ubicada en el centro históri-
co del municipio de San Jacinto. Su 
hijo lo encontró y avisó de inmediato 
a las autoridades. El cuerpo de Luis 
presentaba signos de violencia y con 
señales de asfixia mecánica.

Presuntos responsables: desconocidos 

21 de abril de 2024
Narciso Beleño
Presidente de FEDEAGROMISBOL
Santa Rosa del Sur, Bolívar

Narciso Beleño de 62 años, era presi-
dente de la Federación Agrominera del 
Sur de Bolívar -FEDEAGROMISBOL-. 
Era reconocido por su defensa de las 
comunidades campesinas y la preser-
vación de la serranía de San Lucas. 
Además, fue clave en la organización 
del pre encuentro de Santa Rosa del 
Sur realizado el 9 de abril de 2024, 
como parte del proceso de participa-
ción de la sociedad civil en los diálo-
gos del Gobierno Nacional con el ELN.

El 21 de abril de 2024 fue asesinado 
en el barrio El Recreo, ubicado en el 
municipio de Santa Rosa del Sur, Bo-
lívar. Mientras se encontraba en la 
puerta de su vivienda, fue sorpren-
dido por un hombre armado que le 
disparó en cuatro ocasiones. Narciso 
había denunciado la presencia de gru-
pos armados en la región.

Presuntos responsables: paramilitares 
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22 de abril de 2024
Julio Alberto Zapata Osorio
Periodista comunitario del medio 
San Rafael Online
San Rafael, Antioquia

Julio Alberto Zapata Osorio era un lí-
der comunitario de 34 años, comuni-
cador social, periodista y fundador del 
medio San Rafael Online. Estudió en 
la Universidad de Antioquia y trabajó 
con la alcaldía del municipio de San 
Rafael entre los años 2020 y 2023. 
 
El 22 de abril de 2024 en la tarde, su 
cuerpo sin vida fue hallado en su vi-
vienda, ubicada en inmediaciones del 
Parque de la Madre, en San Rafael, 
Antioquia. Una familiar lo encontró 
con una herida en el abdomen, pro-
vocada al parecer por un arma blanca. 

Presuntos responsables: autores 
individuales 

26 de abril de 2024
Hilton Eduardo Barrios Jara
Periodista del medio Ciudadanías
Puerto López, Meta

Hilton Eduardo Barrios fue un recono-
cido periodista de 44 años, excandi-
dato en dos ocasiones a la alcaldía de 
Puerto López por el Pacto Histórico y 
miembro de la Asamblea Campesina 
de Puerto López, en donde se desta-
có por su activismo en pro de los de-
rechos de los campesinos, la defensa 
de tierras y la reforma agraria.
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El 26 de abril de 2024, en horas de la 
mañana, Hilton fue asesinado en un 
establecimiento comercial ubicado 
en el barrio La Menegua, casco ur-
bano del municipio de Puerto López. 
Dos hombres armados que se des-
plazaban en motocicleta le dispararon 
en varias ocasiones. A pesar de haber 
sido trasladado hasta un centro mé-
dico, falleció debido a la gravedad de 
las heridas.

Presuntos responsables: paramilitares 

26 de abril de 2024
Yarlinton Robledo Rentería
Integrante de la junta directiva 
de la Asociación de Jóvenes Desplazados 
y del proyecto Manos Unidas
Quibdó, Chocó 

Yarlinton Robledo Rentería, era miem-
bro de la junta directiva de la Aso-
ciación de Jóvenes Desplazados del 
proyecto Manos Unidas, y estudiante 
de Derecho de la Universidad Tecno-
lógica del Chocó. 

El 26 de abril de 2024 fue asesinado 
mientras se encontraba en un estable-
cimiento público ubicado en el barrio 
Zona Minera, municipio de Quibdó. 
Un individuo armado ingresó al lugar 
y acabó con su vida y la de otro joven 
que se encontraba allí.

Presuntos responsables: bandas 
criminales 
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28 de abril de 2024
Lelis Armando Santana Quenza
Líder comunitario 
Cravo Norte, Arauca

Lelis Armando Santana Quenza era un 
líder comunitario, exconcejal del mu-
nicipio de Cravo Norte y ganadero del 
departamento de Arauca. 

El 28 de abril de 2024 fue asesinado 
en la finca La Campiña, ubicada en la 
vereda El Samunco en Cravo Norte, 
Arauca, en medio de un aparente ata-
que armado, perpetrado por miem-
bros de un grupo armado, quienes le 
dispararon en repetidas ocasiones y 
acabaron con su vida. 

Presuntos responsables: grupos 
postacuerdo de paz 

30 de abril de 2024
Antonio Montañez Villazana
Presidente de JAC, Bocas del Arauca. 
Vicepresidente de Asojuntas de Arauca
Arauca, Arauca

Antonio Montañez Villazana, era pre-
sidente de la Junta de Acción Comu-
nal de Bocas del Arauca y vicepresi-
dente de Asojuntas del municipio de 
Arauca. 

El 30 de abril de 2024 fue asesinado 
por dos hombres armados que se 
movilizaban en motocicleta. Antonio 
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intentó escapar del ataque corriendo 
hacia su vivienda, a pesar de sus es-
fuerzos por evadir a los agresores, es-
tos lograron alcanzarlo y le dispararon 
en repetidas ocasiones.

Presuntos responsables: desconocidos 

6 de mayo de 2024
Diomira Cifuentes Alegría
Fundadora de ASOCORDILLERA
Suárez, Cauca

Diomira Cifuentes, lideresa de 55 
años, fue fundadora de la Asociación 
de Trabajadores de la Cordillera –ASO-
CORDILLERA- e integrante de la Jun-
ta de Acción Comunal de la vereda El 
Naranjal ubicada en el corregimiento 
de Bella Vista. 

La noche del 6 de mayo de 2024, fue 
asesinada en la vereda El Naranjal, 
municipio de Suárez mientras salía 
de su vivienda y se dirigía hacia un 
establecimiento comercial. En el tra-
yecto individuos armados la aborda-
ron y le dispararon en repetidas oca-
siones.

Presuntos responsables: desconocidos 
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9 de mayo de 2024
Mary Emilse Bailarín Domicó
Lideresa indígena
Tierralta, Córdoba

Mary Emilse Bailarín Domicó de 22 
años, era una artesana, madre de un 
niño de 3 años e integrante de la co-
munidad indígena Emberá Katío del 
Alto Sinú, en el municipio de Tierralta, 
departamento de Córdoba.

El 9 de mayo de 2024, en la vereda 
Tuis Tuis, zona rural del municipio de 
Tierralta, a unos 7 kilómetros del res-
guardo indígena Karagabí, su cuerpo 
sin vida fue encontrado con signos de 
tortura.

Presuntos responsables: autores 
individuales

13 de mayo de 2024
Sandra Lorena Anacona
Integrante del movimiento Juvenil 
Álvaro Ulcué Chocué
La Plata, Huila

Sandra Lorena Anacona tenía 42 
años, era madre de dos hijos, oriun-
da del pueblo Yanacona y miembro 
del Movimiento Juvenil Álvaro Ulcué 
Chocué. Se destacó por ser una mu-
jer activa en procesos organizativos. 
Se encontraba estudiando derecho 
propio y realizó acompañamientos ju-
rídicos en algunos territorios. Sandra 
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hacía parte del resguardo indígena de 
Canoas en Santander de Quilichao, 
departamento del Cauca. 

El 13 de mayo de 2024 en horas de la 
mañana, en la vereda Bajo Patico, ju-
risdicción de La Plata, que se encuen-
tra en la vía que comunica el munici-
pio de Inzá, Cauca con el municipio de 
La Plata, Huila, fue hallado su cuerpo 
sin vida con varios impactos de arma 
de fuego,. Al parecer este hecho se 
perpetró mientras ella se trasladaba 
entre los dos departamentos.

Presuntos responsables: grupos 
postacuerdo de paz 

19 de mayo de 2024
José Ricardo Calderón Núñez
Tesorero de JAC, vereda Las Nubes
Tame, Arauca

José Ricardo Calderón Núñez era te-
sorero de la Junta de Acción Comunal 
de la vereda Las Nubes, municipio de 
Tame, Arauca. 

El 19 de mayo de 2024 en la tarde, 
individuos armados abordaron a José 
y le dispararon cuando se encontraba 
en inmediaciones a su vivienda en el 
caserío Santo Domingo.

Presuntos responsables: grupos 
postacuerdo de paz 



42

21 de mayo de 2024
Luis Oswaldo Yule Palco
Guardia de ASTRAZONAC
Miranda, Cauca

Luis Oswaldo Yule Palco fue un líder 
campesino del municipio de Corin-
to, departamento del Cauca. Hizo 
parte de la Guardia de la Zona de 
Reserva Campesina del municipio 
de Corinto –ASTRAZONAC-, de la 
coordinación del Proceso de Unidad 
Popular del Suroccidente Colombia-
no –PUPSOC- y de la Organización 
Juventud Rebelde. Luis se caracte-
rizó por su labor incansable por la 
defensa de los derechos humanos, 
la justicia social, la construcción de 
paz y la defensa de las comunidades 
campesinas.

El 21 de mayo de 2024 en la noche el 
líder fue interceptado por individuos 
armados que le propinaron varios dis-
paros, mientras se desplazaba en mo-
tocicleta por el barrio La Castellana en 
Miranda.

Presuntos responsables: desconocidos
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4 de junio de 2024
Marián Rodríguez Camelo
Presidenta de JAC, vereda Unibrisas
Mapiripán, Meta

Marián Rodríguez Camelo era presi-
denta de la Junta de Acción Comunal 
de la vereda Unibrisas en el munici-
pio de Mapiripán, Meta. Era oriunda 
del municipio de Fortul, Arauca y 
madre de 4 hijos. Se caracterizó por 
la defensa de los derechos de las 
mujeres víctimas de violencia intrafa-
miliar y fundó el espacio autónomo 
departamental de Arauca para muje-
res, denominado “Nosotras para No-
sotras”. Participó activamente en el 
proceso de organización de la Junta 
de Acción Comunal de la vereda Uni-
brisas.

El 4 de junio de 2024, en la vereda 
el Rincón del Indio, zona rural del 
municipio de Mapiripán, Marián fue 
asesinada por personas armadas 
que irrumpieron en su vivienda y le 
dispararon. En medio de la agresión 
un campesino del sector también fue 
asesinado.

Presuntos responsables: grupos 
postacuerdo de paz 
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4 de junio de 2024
Ramón Arturo Montejo Peinado
Sacerdote parroquia San José
Ocaña, norte de Santander

Ramón Arturo Montejo Peinado era 
sacerdote de la parroquia San José, 
en el corregimiento de Buenavista y 
perteneciente a la Diócesis de Ocaña. 
Tenía 45 años y era oriundo del mu-
nicipio de Teorama. Se desempeñó 
como delegado de la Comisión Dio-
cesana de Reconciliación y Paz, en 
donde apoyó en las liberaciones de 
varios secuestrados en el Catatumbo, 
además, fungió como delegado de la 
iglesia católica para los mecanismos 
de verificación del cese al fuego en la 
región.

El martes 4 de junio de 2024 sobre el 
mediodía, cuando Ramón se dispuso 
a sacar su vehículo de un parquea-
dero en el barrio Jesús Cautivo de 
Ocaña, fue abordado por dos hom-
bres que le exigieron descender del 
vehículo y entregarlo; los hombres le 
propinaron dos puñaladas, lo bajaron 
por la fuerza del vehículo y mientras 
huían lo atropellaron provocando su 
muerte.

Presuntos responsables: autores 
individuales
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5 de junio de 2024
Javier Condia Cárdenas
Delegado de la Asociación de JAC, 
corregimiento el Morro
Yopal, Casanare

Javier Condia Cárdenas era delegado 
de la Asociación de Juntas de Acción 
Comunal del corregimiento el Mo-
rro, municipio de Yopal y dirigente 
comunal de la vereda la Guamalera, 
ubicada en la zona rural del mismo 
municipio. Se caracterizó por ejercer 
labores sociales en torno a temas 
laborales y comunitarios. En sus úl-
timos días, se dedicó a promover la 
adecuación de lugares turísticos en 
el Morro, en donde gestionó el arre-
glo de una vía que conduce a la Vir-
gen de la Peña.

El 5 de junio de 2024 en la noche, 
en la vereda la Guamalera, Yopal, dos 
personas armadas llegaron en moto-
cicleta hasta un local comercial de 
su propiedad y le propinaron varios 
disparos. Tras el ataque Javier fue 
trasladado a un centro médico pero 
llegó sin signos vitales. El líder con-
taba con medidas de protección de 
la UNP.

Presuntos responsables: ELN
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7 de junio de 2024
Hernán Henríquez Mora
Docente de la Institución Educativa 
Agrícola, Argelia
Argelia, Cauca

Hernán Henríquez Mora era docente y 
jefe de núcleo de la Institución Educa-
tiva Agrícola del municipio de Argelia, 
Cauca. Era oriundo del municipio de 
Suárez.

El 7 de junio de 2024, tras salir de una 
actividad comunitaria en el corregi-
miento de Sinaí, Hernán fue intercep-
tado en un retén de un grupo armado 
ilegal en el sector conocido como el 
cruce de Las Perlas, allí fue asesinado 
con arma de fuego.

Presuntos responsables: grupos 
postacuerdo de paz 

8 de junio de 2024
Mauricio Collazos Collazos
Fiscal de la JAC, Caserío 18
Valparaíso, Caquetá

Mauricio Collazos, fue un fiscal de 
la Junta de Acción Comunal del Ca-
serío 18, zona rural del municipio de 
Valparaíso, Caquetá. Era oriundo de la 
vereda La Soledad de Garzón, Huila; 
trabajaba en las labores del campo y 
desde hace más de 30 años se radicó 
en el Caserío 18, en donde se convir-
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tió en una figura clave para el desarro-
llo de la comunidad. 

La noche del 8 de junio de 2024, 
individuos armados irrumpieron en 
medio de la sala de reuniones de la 
Junta de Acción Comunal del Case-
río 18, mientras se desarrollaba una 
sesión ordinaria, los sujetos abrieron 
fuego contra Mauricio y le propina-
ron varios disparos que acabaron 
con su vida.

Presuntos responsables: desconocidos 

9 de junio de 2024
José Elver Giraldo Villada
Integrante de ASTRACAVA
Tuluá, Valle del Cauca

José Elver Giraldo Villada era inte-
grante de la Asociación de Trabaja-
dores Campesinos de Valle del Cauca 
–ASTRACAVA-.

El 9 de junio de 2024 en la vía Na-
ranjal - Tibolí, en el corregimiento de 
San Rafael, municipio de Tuluá, fue 
asesinado por parte de personas ar-
madas.

Presuntos responsables: grupos 
postacuerdo de paz 



48

8 de junio de 2024
José Rafael Meza Rivera
Guardia indígena del resguardo 
Nasa Rionegro
Iquirá, Huila

José Rafael Meza Rivera de 20 años, 
era guardia indígena del resguardo 
Nasa Rionegro, ubicado en íquira, 
Huila. 

El 8 de junio de 2024 en el territorio 
ancestral de Rionegro, José fue ata-
cado por individuos armados, mien-
tras se movilizaba en motocicleta en 
compañía de otra persona. En medio 
del ataque recibió 4 impactos de bala 
y su acompañante resultó ileso.

Presuntos responsables: grupos 
postacuerdo de paz 

13 de junio de 2024
William Ramírez Muñoz
Presidente de JAC, 
vereda Santa Lucía-Silvia
Silvia, Cauca

William Ramírez Muñoz era presiden-
te de la Junta de Acción Comunal de 
la vereda Santa Lucía, integrante de la 
Asociación de Trabajadores Campesi-
nos de la Zona de Reserva Campesina 
del Municipio de Totoro –ASOCAT-, de 
la Asociación Campesina de Santa Lu-
cía -TORCASSA PP- y del Proceso de 
Unidad Popular del Suroccidente Co-
lombiano -PUPSOC-.
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En la noche del 13 de junio de 2024 
en la vereda Santa Lucia, zona rural 
del municipio de Silvia, Cauca, indi-
viduos armados irrumpieron en su 
vivienda, lo atacaron con un arma de 
fuego y le causaron la muerte. Solo 
hasta el siguiente día los habitantes 
del sector alertaron a las autoridades 
sobre la agresión.

Presuntos responsables: desconocidos 

16 de junio de 2024
Alba Rocío Riaño Nossa
Vicepresidenta de JAC, barrio Verbenal-
El Paraíso, localidad Ciudad Bolívar
Bogotá, D. C.

Alba Rocío Riaño Nossa era vicepresi-
denta de la Junta de Acción Comunal 
del barrio Verbenal-El Paraíso, ubicado 
en la localidad de Ciudad Bolívar de 
Bogotá. Se caracterizó por su activa la-
bor comunal, por su dedicación y com-
promiso por mejorar las condiciones y 
calidad de vida de su comunidad.

La tarde del 16 de junio de 2024 fue 
víctima de un atentado en inmediacio-
nes del barrio El Paraíso, cuando un 
hombre armado en una motocicleta 
le disparó causándole graves heridas. 
Habitantes del sector la auxiliaron y 
trasladaron a un centro asistencial. Su 
estado de salud fue reservado hasta 
el 24 de junio de 2024, día en el cual 
se confirmó su fallecimiento. Alba 
había recibido amenazas a través de 
panfletos y llamadas telefónicas.

Presuntos responsables: bandas 
criminales 
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27 de junio de 2024
Eyber Danilo Poto Pazú
Líder indígena, 
resguardo San Francisco en Toribío
Caloto, Cauca

Eyver Danilo Poto Pazú era un líder 
indígena Nasa de 37 años del res-
guardo San Francisco, del municipio 
de Toribío. Eyver desapareció el 22 de 
junio de 2024; según testigos, sobre 
las 8:30 de la mañana fue obligado a 
subir a una camioneta sin placas en el 
que lo llevaron hasta el corregimiento 
El Palo, municipio de Caloto. Tras su 
desaparición autoridades indígenas y 
familiares emprendieron su búsque-
da, sin embargo, la noche del 27 de 
junio de 2024 fue encontrado sin vida 
a un costado de la vía principal del 
resguardo Tóez, municipio de Caloto. 

Presuntos responsables: grupos 
postacuerdo de paz 

25 de junio de 2024
Luis Eduardo Vivas
Sabedor ancestral, 
resguardo indígena de Mosoco
Páez, Cauca

Luis Eduardo Vivas fue un reconocido 
médico de 58 años y sabedor ances-
tral del resguardo indígena de Moso-
co, ubicado en la vereda Moras, juris-
dicción del municipio de Páez, Cauca. 
Se destacó por su compromiso con la 
preservación de la cultura y las tradi-
ciones indígenas.
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El 25 de junio de 2024 fue hallado 
sin vida en su vivienda ubicada en el 
resguardo de Mosoco. Individuos ar-
mados irrumpieron en su hogar y le 
dispararon en varias oportunidades 
causándole la muerte. En el lugar de 
los hechos se encontró una hoja de 
papel con un escrito amenazante.

Presuntos responsables: desconocidos 

27 de junio de 2024
Yoli María Toloza Cardoza
Integrante de la OFP
Puerto Wilches, Santander

Yoli María Toloza Cardoza fue una re-
conocida lideresa social de 52 años, 
integrante desde hace una década 
del equipo coordinador de la Orga-
nización Femenina Popular -OFP- y 
participante del proceso productivo 
solidario de la Cooperativa COMURE-
GIÓN, promovido por la Corporación 
Regional para la Defensa de los Dere-
chos Humanos –CREDHOS-.

El 27 de junio de 2024 cerca del me-
diodía, Yoli se encontraba en su vivien-
da cuando dos individuos armados lle-
garon en una motocicleta, uno de ellos 
se bajó ingresó a su hogar y le disparó; 
fue trasladada hasta el hospital pero 
ingresó sin signos vitales.

Presuntos responsables: paramilitares 



52

27 de junio de 2024
Jorge Antonio Méndez Pardo
Periodista comunitario de 
“La Gabarra con una mirada diferente”
Cúcuta, Norte de Santander

Jorge Antonio Méndez Pardo era un 
periodista del corregimiento de La 
Gabarra, municipio de Tibú, Norte de 
Santander. Administraba un medio 
digital llamado “La Gabarra con una 
mirada diferente”, en el cual producía 
noticias positivas sobre Tibú y sus al-
rededores. 

El 27 de junio de 2024 en la mañana, 
en la vereda La Florida, Cúcuta, fue 
hallado su cuerpo sin vida, con im-
pactos de arma de fuego y signos de 
tortura; el vehículo en el que se tras-
ladaba también fue encontrado en el 
lugar.

Presuntos responsables: desconocidos 
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30 de junio de 2024
Jeison Buenaños Pinilla
Líder comunitario
Barrancabermeja, Santander

Jeison Buenaños Pinilla fue un líder 
comunitario de 35 años, profesor de 
deportes, danza, baile y artes escéni-
cas. Utilizó su profesión como docen-
te para mejorar la calidad de vida de 
los jóvenes de Barrancabermeja.

El 30 de junio de 2024 en la madru-
gada, Jeison transitaba con otro 
joven por las calles del barrio San 
Fernando de la comuna uno de Ba-
rrancabermeja, cuando fueron abor-
dados por individuos armados que 
les dispararon en reiteradas ocasio-
nes. Tanto Jeison como su acompa-
ñante murieron.

Presuntos responsables: desconocidos 
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1	 El Espectador. 13 de enero del 2024. 
Disidencia de la Segunda Marqueta-
lia y un frente del ELN anuncian alianza 

Los últimos años en Colombia han 
estado marcados por la incerti-

dumbre. El constante cambio en las 
dinámicas de las violencias y del con-
flicto armado, caracterizado por unos 
grupos armados ilegales cambiantes 
y por unas disputas territoriales im-
predecibles, ha provocado que cada 
vez sea más difícil leer las dinámicas 
de la guerra. Hay muy pocas certezas 
y esto lo sienten las comunidades y 
las personas defensoras de derechos 
humanos y liderazgos sociales en 
todo el país.
 
Desde el 2018 se ha hecho mucho 
más visible la transformación nega-
tiva en las condiciones de seguridad 
de los territorios y la atomización, 
disputa y fortalecimiento de grupos 
armados ilegales, en un movimiento 
continúo que ha obligado a aguzar la 
mirada no solo de analistas, investiga-
dores y organizaciones sociales sino, 
especialmente, de las comunidades 
que experimentan de manera direc-
ta la guerra. En este contexto se han 
generado acciones armadas impre-
decibles, surgimiento de grupos de 
los que no se tenía noticia y alianzas 
improbables entre estructuras arma-
das. Un ejemplo de esto es la unión 
estratégica que se ha conocido entre 
la Segunda Marquetalia y el ELN en 
el departamento de Nariño1, o la del 

EMC con el ELN en varios lugares del 
país2.

En Colombia estamos en medio de 
un escenario de confrontación no 
solo armada, sino también política y 
territorial, que es diferente a la que 
experimentamos en las décadas más 
recientes antes del 2016; la insurgen-
cia y la contrainsurgencia que en par-
te definieron el conflicto armado por 
muchos años, son ahora unas defini-
ciones inexactas y porosas para expli-
car las características de los actores 
armados que todos los días libran dis-
putas y ejercen control social sobre la 
población civil en casi todo el país.

El fortalecimiento de estos grupos se 
ha dado de manera imparable. En el 
primer semestre del 2024 se identi-
fica que existe una transformación 
mucho más notoria en la geografía 
de la guerra en Colombia. Diferentes 
instituciones y organizaciones han 
generado análisis sobre la presencia 
de los grupos armados en el país en 
la actualidad y los hallazgos son poco 

en Nariño. Disponible en: https://www.
elespectador.com/colombia-20/conflicto/
disidencia-de-farc-de-segunda-marqueta-
lia-de-ivan-marquez-y-eln-anuncian-alian-
za-en-narino/

2	 Matta, N. El Colombiano. 3 de marzo del 
2024. Guerrillas del ELN y EMC, amigas y 
rivales en distintos territorios. Disponible 
en: https://www.elcolombiano.com/co-
lombia/eln-y-disidencias-farc-fragil-alian-
za-amigas-en-unas-zonas-y-rivales-en-
otras-NO23878577
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alentadores, pues evidencian que 
nuevamente, como antes del 2016, 
todos los departamentos están mar-
cados por la presencia de diversos ac-
tores, en algunos territorios más que 
en otros, pero en general la sombra 
de la violencia de nuevo aparece so-
bre todo el mapa.

Así se puede evidenciar en análisis 
como los de la Defensoría del Pue-
blo, que hace algunos meses publicó 
un informe en el que registran “cre-

cimiento en la presencia de grupos 
armados ilegales por accionar, inje-
rencia, tránsito o tercerización”3. La 
Defensoría ha advertido que estas es-
tructuras son responsables de vulne-
raciones como amenazas; desplaza-
mienos forzados; reclutamiento, uso 
y utilización de niñas, niños y adoles-
centes; regulaciones a la movilidad; 
enfrentamientos con interposición de 
la sociedad civil; minería ilegal y trata 
de personas.

Figura 2. Número de municipios con presencia de grupos armados ilegales 
(2019, 2022 y 2024)

En este análisis se puede observar 
que estructuras como el Ejército de 
Liberación Nacional –ELN-, los grupos 
disidentes de las FARC, el Ejército 
Gaitanista de Colombia –EGC- (antes 
conocido como AGC) y los grupos de 
crimen organizado experimentaron 
una expansión importante entre 2019 
y 2022, y que han tenido un fortaleci-
miento importante al 2024.

De acuerdo con estas cifras, la estruc-
tura más fuerte es el EGC, con pre-
sencia en 392 municipios, es decir, en 

3	 Defensoría del Pueblo. 2024. Los contras-
tes de la realidad humanitaria: un país 
que busca la paz. Disponible en: https://
defensoria.gov.co/documents/20123/274 
1928/24_13S_DIGITAL_LOS_CONTRAS-
TES_REALIDAD_HUMANITARIA.PDF
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el 35% del territorio nacional. En mu-
chos lugares, como en departamen-
tos de la zona norte del país actúan 
como actor hegemónico con manejo 
de las rentas ilegales y control social 
de la población civil4. El cambio en el 
nombre de Autodefensas a Ejército, 
además de su permanente fortaleci-
miento e incremento de la capacidad 
militar, son elementos que deben 
llamar la atención sobre el lugar que 
desde hace ya unos años ocupan en 
el escenario de la guerra como la es-
tructura armada ilegal más fuerte. Se-
gún Crisis Group (en nota publicada 
en marzo de 2024) este grupo cuenta 
con alrededor de 9.000 integrantes 
y se considera la organización cri-
minal más fuerte económicamente, 
con unos ingresos anuales de $4.400 
millones de dólares, dinero que pro-
viene de “actividades en el tráfico de 
drogas, armas y migrantes y la mine-
ría ilegal”5.

El poder de esta estructura la con-
vierte en uno de los actores claves 
de la guerra, pero también de la paz. 
Aunque actualmente se encuentra a 
punto de iniciar conversaciones con 
el Gobierno Nacional, su llegada a 
este espacio como una estructura for-
talecida puede presentar retos para 
definir un sometimiento a la justicia 
que sea beneficioso para la sociedad 

colombiana, especialmente para las 
comunidades de los territorios en los 
que hacen presencia o donde se es-
tán disputando el control. 

Si bien el crecimiento de los demás 
grupos no se asemeja al de los pa-
ramilitares también es significativo y 
genera alarmas para que el Estado 
tome acciones de manera urgente, 
especialmente porque, como se pue-
de ver la tendencia de los últimos 
años, la expansión es sostenida y en 
lo que va del 2024 apunta a que con-
tiuará por el mismo camino. 

Además del crecimiento de los gru-
pos armados ilegales que históri-
camente han contado con alta ca-
pacidad y presencia en territorios, 
especialmente rurales, llama la aten-
ción el fortalecimiento de grupos de 
crimen organizado. Estas estructuras 
funcionan principalmente desde zo-
nas urbanas y el incremento de sus 
capacidades genera una alerta por su 
accionar delictivo pero, especialmen-
te, por su responsabilidad en hechos 
de violencia selectiva. Desde el 2023 
el Programa Somos Defensores ha 
advertido sobre el incremento en ac-
ciones de bandas criminales en con-
tra de personas defensoras de dere-
chos humanos y liderazgos sociales, 
lo cual se ha presentado especial-
mente en ciudades capitales como 
Cúcuta, Cali, Bogotá y Barranquilla; 
este hecho ha cambiado un poco la 
tendencia que marcaba la concentra-
ción de agresiones mayoritariamente 
en áreas rurales y, de seguir de esa 
manera, a futuro podría definir una 
nueva característica en los patrones 
de la violencia selectiva.

4	 Crisis Group. 4 de marzo de 2024. La in-
cógnita de la “paz total”: qué hacer con los 
gaitanistas. Disponible en: https://www.
crisisgroup.org/es/latin-america-carib-
bean/andes/colombia/105-unsolved-cri-
me-total-peace-dealing-colombias-gaita-
nistas#:~:text=Controlan%20gran%20
parte%20de%20las,poner%20en%20
marcha%20las%20negociaciones.

5	 Ibídem. 
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La Fundación Paz y Reconciliación 
tiene una lectura similar a la de la De-
fensoría del Pueblo en cuanto al creci-
miento y fortalecimiento de los grupos 
armados ilegales. En un informe publi-
cado en el mes de julio6, la organiza-
ción evidencia la expansión territorial 
del Estado Mayor Central –EMC-, el 
ELN y el Clan del Golfo (EGC); datos 
que muestran como estos grupos han 
logrado consolidar su presencia en 
algunos lugares y ampliar su dominio 
hacia nuevos municipios.

En relación con el Clan del Golfo 
(EGC), PARES identifica un creci-
miento del 17% de presencia a nivel 
territorial, teniendo actividad en 316 
municipios que se encuentran en 24 
departamentos. Al mismo tiempo, el 
grupo cuenta con un amplio porta-
folio de economía criminal en el que 
aparece la producción y comerciali-
zación de estupefacientes, minería 
ilegal, lavado de activos, extorsión, 
amenazas, secuestro, tráfico de mi-
grantes, entre otras. Funciona como 
una estructura compleja que externa-
liza “servicios”, pero al mismo tiempo 
tiene control sobre acciones que reali-
zan estructuras más pequeñas como, 
por ejemplo, bandas criminales.

PARES sostiene que este grupo es el 
que ha realizado mayores acciones 
armadas, con un total de 256 entre 
2023 y mayo de 2024, entre las que 
se encuentran combates, ataques a 
la fuerza pública y ataques a la pobla-
ción civil. La mayoría de los eventos 

son combates, lo que coincide con 
las intenciones de copamiento territo-
rial; estos se han dado principalmen-
te contra el ELN y contra la fuerza 
pública.

En cuanto a los grupos postacuerdo, 
PARES señala un crecimiento soste-
nido del denominado EMC. Sus di-
ferentes comandos y bloques están 
presentes en 209 municipios de 22 
departamentos, además, se ha en-
contrado que actualmente cuenta 
con 3.480 integrantes. Esta estruc-
tura tiene hegemonía en el departa-
mento del Cauca con presencia en 
41 municipios. “Este posicionamiento 
le ha permitido ampliar su influencia 
territorial hacia departamentos colin-
dantes como Nariño, Valle del Cauca, 
Huila y Tolima”7.

El panorama con esta estructura es 
mucho más complejo después de que 
en marzo de este año se hiciera públi-
ca la fragmentación existente al inte-
rior del EMC. La facción disidente que 
está bajo el mando de alias ‘Iván Mor-
disco´ interrumpió las negociaciones 
con el Gobierno Nacional, mientras 
que la liderada por alias ‘Calarcá’, que 
al parecer ahora se autodenomina Es-
tado Mayor de Los Bloques, continúa 
en las negociaciones con un cese al 
fuego vigente hasta el 15 de octu-
bre8. Tres estructuras siguen en este 

6	 PARES. 2024. ¿Plomo es lo que viene? 
Disponible en: https://www.pares.com.
co/plomo-es-lo-que-viene

7	 Ibídem. Pág. 95
8	 El Espectador. 16 de julio del 2024. Go-

bierno y disidencia de Calarcá extienden 
el cese al fuego por tres meses más. Dis-
ponible en: https://www.elespectador.
com/colombia-20/paz-y-memoria/gobier-
no-y-disidencia-de-estado-mayor-cen-
tral-de-calarca-extienden-el-cese-al-fue-
go-por-tres-meses/
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proceso, el Jorge Suárez Briceño, el 
Magdalena Medio y el frente Raúl Re-
yes, mientras que las que están bajo 
el mando de ‘Mordisco’ tienen una 
alta actividad armada y en diferentes 
comunicados han manifestado sus 
intenciones de escalar sus acciones 
y realizar una confrontación abierta 
con las estructuras de ‘Calarcá’9. Los 
bloques que se encuentran por fuera 
de las negociaciones serían el Bloque 
Amazonas, el Bloque Occidental Ja-
cobo Arenas, el Bloque Central Isaí-
sas Pardo y el Comando Conjunto de 
Oriente10.

Otro grupo armado en expansión es el 
Ejército de Liberación Nacional –ELN-, 
según PARES este hace presencia en 
231 municipios de 20 departamentos, 
lo que significa un incremento del 7% 
frente al año anterior, “lo que la po-
siciona como la segunda estructura 
armada ilegal con mayor presencia en 
el territorio nacional, luego del Clan 
del Golfo”11. Su presencia se concen-
tra especialmente en las márgenes de 
Colombia, por un lado, desde el de-
partamento de Nariño hasta Chocó y, 
por el otro, desde el departamento de 
Guainía (zona de reciente expansión) 
hasta La Guajira; además, cuentan 
con un corredor en la zona centro-nor-

te que atraviesa desde el Chocó, pasa 
por Antioquia (Norte y Bajo Cauca) y 
termina en Norte de Santander.

El fortalecimiento de este grupo es 
innegable, entre 2016 y 2024 ha am-
pliado su presencia territorial, con un 
crecimiento constante desde el 2020. 
Su consolidación en los últimos años 
se ha dado a la par de las negociacio-
nes en las que avanza con el Gobierno 
Nacional, que han tenido diferentes 
tensiones, la más reciente marcada 
por el fin del cese al fuego el 3 de 
agosto el cual no tuvo prórroga por 
la dificultad para llegar a un acuerdo 
entre las partes12. Además, uno de los 
asuntos centrales en estas tensiones 
ha sido el proceso que adelanta el Go-
bierno Nacional con el Frente Comu-
neros del Sur, el cual en mayo de este 
año decidió romper relaciones con el 
Comando Central del ELN pero con la 
intención de continuar en negociacio-
nes con el Gobierno al margen de la 
Mesa instalada con esta guerrilla13. 

9	 El Espectador. 21 de agosto del 2024. 
Bloque de Mordisco anuncia guerra 
contra disidentes que siguen en diálogo 
con Petro. Disponible en: https://www.
elespectador.com/colombia-20/conflic-
to/petro-y-calarca-bloque-de-ivan-mor-
disco-anuncia-guerra-contra-disiden-
cia-farc-que-negocia-paz/

10	 PARES. 2024. ¿Plomo es lo que viene? 
Pág. 104. Disponible en: https://www.pa-
res.com.co/plomo-es-lo-que-viene

11	 Ibídem. Pág. 120.

12	 Torrado, S. El País. 22 de agosto de 
2024. Proceso de paz con el ELN: fin 
del cese al fuego, secuestro, partici-
pación de la sociedad civil y crisis de 
los diálogos con el Gobierno de Gusta-
vo Petro. Disponible en: https://elpais.
com/america-colombia/2024-08-22/
proceso-de-paz-con-el-eln-fin-del-cese-
al-fuego-secuestro-participacion-de-la-
sociedad-civil-y-crisis-de-los-dialogos-
con-el-gobierno-de-gustavo-petro.html

13	 Castillo, C. El Tiempo. 7 de mayo e 
2024. Frente Comuneros del Sur anun-
cia ‘ruptura’ con el comando central 
del ELN. Disponible en: https://www.
eltiempo.com/politica/proceso-de-paz/
frente-comuneros-del-sur-anuncia-rup-
tura-de-relaciones-con-el-comando-cen-
tral-del-eln-3340889



62

Recientemente, Otty Patiño ha afir-
mado que “el proceso con el ELN 
está agonizando”14, esto debido a 
las recientes acciones armadas de 
este grupo y las dificultades que han 
impedido que se reinstalen tanto las 
conversaciones como el cese al fue-
go. Es lamentable que uno de los diá-
logos más avanzados en el marco de 
la Paz Total haya llegado a un punto 
muerto pues la sociedad civil, espe-
cialmente las comunidades y lideraz-
gos sociales de las zonas en las que 
este grupo hace presencia, guardan 
esperanzas en que los acuerdos pue-
dan desescalar la violencia en sus te-
rritorios y generar mejores condicio-
nes de seguridad. 

PARES también identifica el creci-
miento de la Segunda Marquetalia, 
grupo que actualmente tiene presen-
cia en 65 municipios, con acciones 
armadas que se concentran en los 
departamentos de Nariño, Putumayo, 
Caquetá y Cauca. Actualmente está 
conformada por tres estructuras “El 
“Ala FARC-EP”, la Coordinadora Gue-
rrillera del Pacifico y Comandos de 
Frontera”15. Aunque en comparación 
con otros grupos armados es una 
estructura no muy grande, es clave 
el hecho de que de 2023 a 2024 se 
haya dado un fortalecimiento de su 
presencia en varios municipios y que 

se expandieran a nuevos territorios, 
de continuar la tendencia podrían 
consolidar mucho más su capacidad 
armada, de control de rentas ilegales 
y de gobernanza criminal.

En el mes de junio del presente año, 
el Gobierno Nacional comunicó el ini-
cio formal de la mesa de diálogos con 
este grupo armado16, sin embargo, el 
corto proceso no ha estado exento 
de dificultades. Este grupo insiste en 
que en las negociaciones debe estar 
su comandante Iván Márquez, y para 
ello ha puesto como condición que se 
levanten las órdenes de captura en su 
contra, incluyento una orden de extra-
dición por parte de Estados Unidos. 
Para Otty Patiño, Alto Comisionado 
para la Paz, esto va en contra de los 
acuerdos iniciales y pone en riesgo la 
instalación de la mesa17. Avanzar en 
este proceso puede ser clave para 
frenar el fortalecimiento de este gru-
po armado.

14	 El Espectador. 6 de septiembre del 
2024. “El proceso con ELN está agoni-
zando”: comisionado de Paz habla de 
crisis en diálogos. Disponible en: https://
www.elespectador.com/colombia-20/
paz-y-memoria/petro-y-eln-otty-patino-di-
ce-que-proceso-esta-agonizando-co-
mo-entender-la-crisis/

15	 Ibídem. Pág. 107.

16	 Consejería Comisionada de Paz. Presiden-
cia de la República. 5 de junio del 2024. 
Acuerdo para el inicio formal de la Mesa de 
Diálogos de Paz entre el Gobierno nacio-
nal de Colombia y la Segunda Marquetalia 
- Ejército Bolivariano. Disponible en: ht-
tps://www.altocomisionadoparalapaz.gov.
co/prensa/Paginas/-Acuerdo-para-el-ini-
cio-formal-de-la-Mesa-de-Di%C3%A-
1logos-de-Paz-entre-el-Gobierno-nacio-
nal-de-Colombia-y-la-Segunda-Marquetali.
aspx

17	 Bernal, j. Infobae. 8 de septiembre de 
2024. La Segunda Marquetalia pide al 
Gobierno que cumpla con los acuer-
dos para reactivar los diálogos: “Mues-
tren su voluntad”. Disponible en: https://
www.infobae.com/colombia/2024/09/08/
la-segunda-marquetalia-pide-al-gobier-
no-que-cumpla-con-los-acuerdos-para-re-
activar-los-dialogos-muestren-su-voluntad/
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Esta geografía de la guerra es deter-
minante para avanzar en una geogra-
fía de la paz, pues los grupos armados 
que hemos mencionado y que están 
fortaleciendo su presencia territorial 
son justamente los que al momento 
del cierre de este informe se encuen-
tran en diálogos o negociaciones con 
el Gobierno Nacional. Llegar a acuer-
dos con estas estructuras y plantear 
alternativas para desescalar el con-
flicto sería clave para avanzar en las 
garantías para la vida de las comuni-
dades. Los diálogos se convierten en 
este momento en la posibilidad más 
cercana para avanzar en la paz de los 
territorios; sin embargo, el avance 
imparable en el control territorial de 
todos los actores es un gran reto para 
los negociadores del Gobierno; en un 
contexto en el que los grupos tienen 
altas capacidades llegar a acuerdos 
beneficiosos para todas las partes, 
especialmente para los civiles, puede 
plantear dificultades.

En la actualidad el Gobierno Nacional 
tiene abiertos nueve procesos con 
estructuras armadas ilegales entre 
diálogos socio-jurídicos con fines de 
sometimiento y diálogos políticos, 
de ellos cinco están activos (bandas 
criminales de Buenaventura, bandas 
criminales de Quibdó, EMC (algunas 
facciones), Frente Comuneros del Sur 
y Segunda Marquetalia), tres están en 
estapa de inicio18 (bandas criminales 
de Medellín, EGC y Autodefensas 
Conquistadoras de la Sierra Neva-
da - Pachenca) y uno está congelado 

(ELN)19. De estos grupos solo se man-
tiene un cese al fuego con el EMC20, 
el cual vence en el mes de octubre 
sin claridades todavía de prorroga y 
se sostiene el pacto de no agresión 
en Buenaventura entre Shottas y Es-
partanos.

A poco menos de dos años de que 
termine el gobierno de Gustavo Petro 
la sociedad civil tiene una gran expec-
tativa sobre el destino de los diferen-
tes procesos abiertos. Se esperaría 
que puedan avanzar de manera rápi-
da, que se superen los obstáculos en 
los diálogos que están congelados y 
que se lleguen a acuerdos para gene-
rar alivios humanitarios en los territo-
rios. Sin embargo, es contradictorio 
que mientras se habla de voluntad 
para construir la paz por parte de los 
grupos armados, estos avancen en 
disputas territoriales y en la adhesión 
de territorios, continúen agrediendo 
civiles y usando la violencia selectiva 
como estrategia para el control so-
cial. Como lo hemos señalado antes, 

18	 Aunque algunos llevan un buen tiempo 
instalados se consideran en etapa de ini-
cio porque no han avanzado los diálogos.

19	 Velandia, C. 11 de agosto de 2024. La Paz 
Total, pasa por su mayor prueba: soste-
ner 9 procesos abiertos con la diversidad 
de grupos armados organizados. Cada 
proceso es una singularidad: agenda, 
delegaciones, territorios, tiempos, acom-
pañantes, procesos propios. Se espe-
ran resultados a la vista. Disponible en: 
https://twitter.com/carlosvelandiaj/sta-
tus/1822605644030935431/photo/1

20	 Rodríguez, M. Infobae. 16 de julio del 
2024. Este es el decreto con el que Go-
bierno prorrogó por tres meses cese al 
fuego con facción de las disidencias de 
las Farc. Disponible en: https://www.
infobae.com/colombia/2024/07/16/este-
es-el-decreto-con-el-que-gobierno-pro-
rrogo-por-tres-meses-cese-al-fuego-con-
faccion-de-las-disidencias-de-las-farc/
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es necesario trazar líneas rojas en los 
procesos con todos los grupos arma-
dos, de lo contrario será muy difícil 
concretar los tan anhelados y urgen-
tes alivios humanitarios; sin un con-
dicionamiento claro los grupos conti-
nuarán desplegando su repertorio de 
violencia en el territorio en medio de 
su ejercicio de disputa y control. 

En medio de este contexto, recien-
temente se conoció que las Fuerzas 
Militares atravesarán una transforma-
ción por la reducción de las capaci-
dades operativas de los Comandos 
Conjuntos, que se encargaban de las 
operaciones especiales en varias zo-
nas del país con situación crítica de 
seguridad. De ahora en adelante las 
operaciones especiales estarán bajo 
la responsabilidad de los comandan-
tes del Ejército Nacional, la Fuerza Aé-
rea y la Armada21 lo que puede ser útil 
para clarificar las funciones de cada 
fuerza.

21	 Fuerzas Militares de Colombia (@Fuer-
zasMilCol). 24 de agosto del 2024. El Co-
mando General de las Fuerzas Militares 
se encuentra reorganizando el funciona-
miento de los Comandos Conjuntos. Twit-
ter. Disponible en: https://x.com/Fuerzas-
MilCol/status/1827343501459181732

Llama la atención que este cambio 
de estrategia se dé justamente en el 
actual escenario de fortalecimiento 
de los grupos armados ilegales, en 
el que solo queda vigente un cese al 
fuego bilateral. Vale la pena revisar a 
futuro las implicaciones de para las 
comunidades, debido a las operacio-
nes que de manera autónoma cada 
comandante puede determinar a nivel 
territorial y en las que siempre queda 
en medio la población civil. Es todavía 
temprano para saber si esta novedad 
es más estratégica para la realización 
de las operaciones militares, pero 
es necesario vigilar sus efectos, en 
especial en lo que tiene que ver con 
la garantía plena de los derechos hu-
manos, y en un momento de cambios 
significativos en el desarrollo del con-
flicto armado y las violencias en Co-
lombia. 
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Desde 2022 el Comité Interna-
cional de la Cruz Roja –CICR-, 

ha reportado el deterioro en la situa-
ción humanitaria en Colombia. Esto 
contrasta con la intensificación del 
conflicto armado, la expansión de los 
grupos ilegales y el no respeto a la 
población civil; lo que ha provocado 
que en 2022 se registraran 221.784 
víctimas1, y para 2023 un total de 
243.4112. 

Acciones Año 2022 
(CICR, 2023)

Año 2023 
(CICR, 2024 a)

Enero a mayo de 2024 
(CICR, 2024 b)

Víctimas de afectaciones por artefac-
tos explosivos

515 380 194

Víctimas que se desplazaron de forma 
masiva

58.010 50.236 26.753

Víctimas que se desplazaron de forma 
individual

123.220 145.049 24.437

Víctimas de confinamientos 39.404 47.013 31.832

Víctimas de desaparición 209 222 78

Ataques a misiones médicas 426 5113 116

Total 221.784 243.411 83.410

El aumento entre un año y otro fue 
de casi un 9,8%, (21.627 víctimas) 
lo que puede considerarse una cifra 
baja si no se estuviera hablando de 
vidas humanas y, especialmente, en 
un contexto en el que el gobierno de 
Gustavo Petro ha propuesto desde 
su llegada a las estructuras del ELN, 
grupos posacuerdo, los grupos para-
militares y bandas urbanas, procesos 
de conversación para la negociación 
o sometimiento, según fuera el caso. 

Afectaciones humanitarias, 2022- 2024

Fuente: informes anuales del CICR, 2024.

1	 CICR. 22 de marzo de 2023. La pobla-
ción civil, atrapada entre el miedo y la 
zozobra. Disponible en: https://www.
icrc.org/es/document/colombia-pobla-
ci%C3%B3n-civil-atrapada-miedo-zozo-
bra-2023

2	 CICR. 2024. Colombia: Balance Humani-
tario 2024. Disponible en: https://www.

icrc.org/es/document/colombia-balan-
ce-humanitario-2024.

3	 Esta cifra se reporta en el informe “Un au-
mento preocupante de la violencia contra 
la salud en Colombia”.  3 de abril de 2024. 
Disponible en: https://www.icrc.org/es/
document/aumento-preocupante-violen-
cia-contra-salud-colombia-2024
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Al menos seis procesos de conversa-
ciones estaban vigentes al terminar 
el 20234 (ELN, Estado Mayor Central 
– EMC -, Segunda Marquetalia, Mesa 
de Buenaventura, Mesa del Valle de 
Aburrá y Mesa de Quibdó); de estos 
tres tenían acordado cese al fuego 
bilateral con el Gobierno Nacional, 
además del pactado con las Autode-
fensas Conquistadoras de la Sierra 
Nevada en diciembre de 2022, pero 
nada de esto significó un descenso 
de las agresiones contra las comu-
nidades ni alivios humanitarios que 
permitieran ver resultados concretos 
derivados de las mesas y los ceses 
mismos.

Para 2024 el CICR presentó su infor-
me sobre la situación humanitaria 
en Colombia, en el cual destacó que 
en los primeros cinco meses del año 
hubo una intensificación en las diná-
micas armadas y de control territorial 
por parte de los grupos armados ile-
gales lo cual ha tenido un grave efec-
to en la vida de las comunidades5. Los 
principales territorios donde se han 
concentrado las afectaciones huma-
nitarias son Cauca, Nariño, Antioquia, 
Chocó, Bolívar, Putumayo, La Guajira, 

Valle del Cauca, Caquetá, Arauca y 
Magdalena. 

De acuerdo con denuncias de orga-
nizaciones de estos departamentos, 
son constantes los combates entre 
los actores armados principalmente 
ilegales, la expansión del paramili-
tarismo y del EMC, así como la baja 
efectividad institucional para prote-
gerles. Reflejo de esto son las 15 
Alertas Tempranas –AT- emitidas por 
la Defensoría del Pueblo durante el 
primer semestre de este año6, sobre 
la situación de 11 departamentos y 
una para la capital del país. De estas 
tres fueron para municipios del Cauca 
y dos para Nariño; además de una por 
cada uno de los territorios de Quin-
dío, Bolívar, Caquetá, Chocó, Valle 
del Cauca, Córdoba, Santander, Huila, 
Casanare, Bogotá y Meta. A través 
de estas Alertas, la entidad evidenció 
los escenarios de riesgos que están 
viviendo las comunidades urbanas y 
rurales debido a la expansión y con-
solidación de las AGC y el EMC; la 
disputa entre grupos ilegales (grupos 
posacuerdo, AGC, ELN, grupos urba-
nos, Tren de Aragua); la recuperación 
de territorios por parte del ELN; el re-
clutamiento forzado de Niños, Niñas 
y Adolescentes – NNA - y las agresio-
nes contra personas defensoras del 
medio ambiente en la región de la 
Amazonía. 

Lo grave de esto es que los riesgos 
advertidos se han consumado debido 
a que las autoridades a nivel nacional 

4	 El 19 de abril 2023 el Gobierno Nacional 
suspendió el cese al fuego con las Auto-
defensas Gaitanistas de Colombia – Clan 
del Golfo debido a su presión en el marco 
del paro minero que vivió el Bajo Cauca. 
Ver decreto 380 de 2023. Disponible en: 
https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDo-
cument.asp?id=30046355

5	 CICR. 2024. La situación humanitaria en 
Colombia ha seguido deteriorándose en 
2024. Cifras enero a mayo 2024. Dispo-
nible en: https://www.icrc.org/es/arti-
culo/la-situacion-humanitaria-en-colom-
bia-ha-seguido-deteriorandose-en-2024.

6	 Estas AT tienen como objetivo la preven-
ción humanitaria debido a los riesgos que 
presentan las comunidades respecto a 
sus derechos fundamentales.
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y local no han tomado las medidas ne-
cesarias para proteger a las y los po-
bladores. Muestra de ello es el tema 
de reclutamiento forzado de menores 
de edad. De acuerdo con la Defenso-
ría del Pueblo, en este semestre se 
registraron 159 casos, afectando prin-
cipalmente a NNA de comunidades 
indígenas (51%) y es el Cauca donde 
más casos se han reportado con un 
total del 79%7.
 
El deterioro de la situación humanita-
ria, tal como lo ha destacó el CICR, 
se evidencia en el incremento de las 
víctimas por artefactos explosivos 
que fue de un 35% respecto al mis-
mo periodo del año anterior. El 69% 
eran civiles, “el porcentaje más alto 
que se ha registrado en los últimos 
seis años”8. Al respecto, Acción Con-
tra Minas en Colombia destacó en 
diciembre de 2023 en su informe Cál-
culo de Personas en Necesidad, que 
para 2024 aumentaría el riesgo de 
la población de sufrir accidentes así 
como de restricciones en su movili-
dad a causa de la instalación de estas 
minas: 

607.910 personas habitantes de 146 
municipios de Colombia estarán en 
riesgo de sufrir un accidente por Minas 
Antipersonal, Municiones Sin Explotar 

o Artefactos Explosivos Improvisados 
(MAP/MSE/AEI) o de ser confinadas o 
desplazadas por la presencia de MAP/
MSE/AEI en su territorio, de estas, más 
de 172,000 estarán en riesgo de ver 
sus medios de vida colapsados, debi-
do a las dificultades para el uso, disfru-
te y libre tránsito por sus territorios ante 
la presencia de artefactos explosivos9. 

Los territorios contaminados con es-
tos artefactos afectan a las comunida-
des, especialmente étnicas, quienes 
ven en riesgo su vida e integridad10. 
Además, deben padecer inseguridad 
alimentaria, restricciones a su movili-
dad, así como al acceso del agua, la 
salud, el trabajo y la educación; tam-
bién hay afectaciones a la naturaleza, 
a las dinámicas de los espacios colec-
tivos de juntanza así como al trabajo 
de las personas defensoras, líderes, 
lideresas, autoridades étnicas, guar-
dias indígenas, campesinas y cima-
rronas, que se han visto expuestas 
a transitar estos caminos para con-
tinuar con sus actividades organiza-
tivas, de defensa de derechos y de 
cuidado territorial. 

Uno de los hechos registrados recien-
temente fue el del concejal Valdemar 
Torres (27 de mayo) quien resultó he-
rido luego de que pisara una mina an-
tipersonal en zona rural del Plateado, 
Cauca al momento de intentar conec-
tar el servicio de agua para la comu-

7	 Defensoría del Pueblo. 12 de julio de 
2024. 51% de casos de reclutamiento co-
nocidos por la Defensoría corresponde a 
niñas, niños y adolescentes de pueblos 
indígenas. 

8	 CICR. 2024. La situación humanitaria en 
Colombia ha seguido deteriorándose en 
2024. Cifras enero a mayo 2024. Dispo-
nible en: https://www.icrc.org/es/arti-
culo/la-situacion-humanitaria-en-colom-
bia-ha-seguido-deteriorandose-en-2024.

9	 Acción Contra Minas, Colombia. 2023. 
Cálculo de Personas en Necesidad (PiN). 
Disponible en: https://acortar.link/oEapAr

10	 En enero de 2024, se reportaron seis 
indígenas heridos a causa de un campo 
minado instalado en zona rural López de 
Micay, Cauca. Entre los cuales estaban 
tres menores de edad. (Infobae, 2024)
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nidad. Se ha denunciado que la ins-
talación de campos minados en esta 
zona es responsabilidad del frente 
Carlos Patiño, del Bloque Occidental 
del Estado Mayor Central11.

Otra de las tragedias que continúa 
viviendo el país son los confinamien-
tos, definida por la Resolución 171 de 
2016 de la Unidad para la Atención 
y Reparación a las Víctimas- UARIV- 
como:

una situación de vulneración de de-
rechos fundamentales, en la que las 
comunidades, pese a permanecer en 
una parte de su territorio, pierden la 
movilidad, como consecuencia de la 
presencia y accionar de grupos arma-
dos ilegales. Esta restricción implica 
la imposibilidad de acceder a bienes 
indispensables para la supervivencia, 
derivada del control militar, económi-
co, político, cultural y social que ejer-
cen los grupos armados ilegales en el 
marco del conflicto armado interno12. 

En los primeros cinco meses de 
202413, el país registró 31.832 vícti-

mas de confinamiento (incremento 
de un 101% respecto al periodo an-
terior)14, acercándose a la cifra regis-
trada durante todo el 2022 que fue de 
39.404 víctimas, evidenciando que las 
comunidades, especialmente las rura-
les, han estado obligadas a permane-
cer en sus viviendas o salir de manera 
intermitente, cuando el grupo armado 
ilegal lo permite. Los territorios donde 
más casos de confinamientos se han 
reportado son Chocó, Nariño, Putu-
mayo, Bolívar15, La Guajira, Caquetá16 
y Arauca; por su parte, Cauca y An-
tioquia presentaron confinamientos 
que impactaron a un gran número de 
pobladores en el mes de junio. 

El caso del Chocó es el más dramáti-
co. Para 2023 la Defensoría del Pue-
blo, sostuvo que durante ese año “se 

11	 Caracol Radio. 28 de mayo de 2024. Conce-
jal de Argelia, Cauca pierde su pierna dere-
cha por una mina antipersonal de disiden-
cias. Disponible en: https://caracol.com.
co/2024/05/28/concejal-de-argelia-cau-
ca-pierde-su-pierna-derecha-por-una-mi-
na-antipersonal-de-disidencias/

12	 UARIV. 24 de febrero de 2016. Resolución 
171 de 2016. Disponible en: https://jurin-
fo.jep.gov.co/normograma/compilacion/
docs/resolucion_uaeariv_0171_2016.htm

13	 De acuerdo con la Defensoría del Pueblo, 
en su boletín de mayo publicado en junio 
de 2024, en el país se han presentado 33 
confinamientos “que pusieron en grave 
riesgo a 148 comunidades del país, con 
una afectación a 20.603 personas (9.478 
familias)”. (Defensoría del Pueblo, 2024).

14	 CICR. 2024. La situación humanitaria en 
Colombia ha seguido deteriorándose en 
2024. Cifras enero a mayo 2024. Dispo-
nible en: https://www.icrc.org/es/arti-
culo/la-situacion-humanitaria-en-colom-
bia-ha-seguido-deteriorandose-en-2024.

15	 De acuerdo con la Defensoría del Pueblo, 
en lo que respecta al Sur de Bolívar, se 
han registrado cuatro casos de confina-
miento que han afectado a 1.330 perso-
nas, de los municipios de Norosí, Marga-
rita y Montecristo. (El Universal, 2024)

16	 En el informe del CICR, “Colombia: Ana-
tomía de un confinamiento” (28 de mayo 
de 2024) se sostiene que durante los 
primeros meses de 2024, durante 60 
días, comunidades del Caquetá fueron 
confinadas. Disponible en: https://www.
icrc.org/es/document/colombia-anato-
mia-de-un-confinamiento-forzado-2024; 
en mayo la Defensoría dl Pueblo informa-
ba que 500 familias estaban confinadas 
en la vereda Palmeiras del municipio de 
San José del Fragua a causa de las dis-
putas entre los grupos de posacuerdo – 
disidencias que operan en este territorio. 
(Caracol Radio, 2024) 
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dieron 124 eventos de confinamiento 
forzado en Chocó afectando a más de 
40.000 personas. También es el segun-
do departamento con mayor número 
de desplazamientos masivos”17. En 
tanto que, en los primeros seis meses 
de 2024, se ha reportado dos paros 
armados, el primero el 10 de febrero 
en cinco municipios ubicados en las 
riberas del río San Juan, que confina-
ron a 27.000 personas18 y, el segundo, 
el 22 de mayo en Bojayá, obligando 
a 12 comunidades campesinas e indí-
genas (3.347 personas) a permanecer 
encerradas en sus viviendas19. Ade-
más de los paros están los combates; 
solo en el mes de marzo estos provo-
caron que 500 personas salieran des-
plazadas del Alto Baudó y que 1.000 
más estuvieran confinadas20. 

Los principales responsables son el 
Frente de Guerra Occidental del ELN 
y las AGC, quienes debido a sus dis-
putas constantes y en ocasiones con 
el Ejército Nacional, han empleado 
esta estrategia como mecanismo de 
presión hacia la población civil a quien 
obligan a permanecer en las casas, 
pero también como método para con-
trolar la entrada de víveres, gasolina y 
el uso del transporte, con el pretexto 
de que “estos favorecen al grupo con-
trario o por otro lado, que están prote-
giendo a las comunidades21”. Esta si-
tuación provoca desabastecimiento y 
con ello aumenta la vulnerabilidad de 
las niñas, niños y mujeres en estado 
de embarazo y gestantes, a quienes 
someten a un cerco de hambre.

Al caso del Chocó se suma el de Na-
riño, que en el mes de marzo vivó un 
confinamiento que afectó a más de 
2.000 personas de 18 veredas de los 
municipios de Cumbitara, Policarpa, 
El Rosario y Leiva, a causa de los en-
frentamientos constantes entre los 
grupos posacuerdo, el ELN y grupos 
paramilitares que estarían haciendo 
presencia en la zona22.

17	 OCHA. 15 de mayo de 2024. Por la salud 
de las comunidades afectadas por con-
flictos armados en Chocó: así llegamos a 
ellas. Disponible en: https://reliefweb.int/
report/colombia/por-la-salud-de-las-co-
munidades-afectadas-por-conflictos-ar-
mados-en-choco-asi-llegamos-ellas

18	 Defensoría del Pueblo. 9 de febrero de 
2024. Anuncio de paro armado del ELN en 
Chocó va en contravía de la recién anun-
ciada prórroga del cese al fuego bilateral. 
Disponible en: https://defensoria.gov.co/-/
anuncio-de-paro-armado-del-eln-en-cho-
c%C3%B3-va - en - cont rav%C3%A-
Da-de-la-reci%C3%A9n-anunciada-pr%-
C3%B3rroga-del-cese-al-fuego-bilateral

19	 Defensoría del Pueblo. 21 de mayo de 
2024. Alrededor de 3350 familias están 
confinadas en las zonas rurales del mu-
nicipio de Bojayá, Chocó. Disponible en: 
https://www.defensoria.gov.co/-/alrede-
dor-de-3350-familias-est%C3%A1n-con-
finadas-en-las-zonas-rurales-del-munici-
pio-de-bojay%C3%A1-choc%C3%B3

20	 Ver El País.cr (23 de marzo de 2024): 
“Más de 500 desplazados por los com-
bates entre grupos armados en Chocó, 
Colombia”. Disponible en: https://www.

elpais.cr/2024/03/23/mas-de-500-despla-
zados-por-los-combates-entre-grupos-ar-
mados-en-choco-colombia/

21	 Ver Infobae. 11 de febrero de 2024. Paro ar-
mado en Chocó: cabecilla del ELN justificó 
confinamiento a población civil en la ribe-
ra del río San Juan. Disponible en: https://
www.infobae.com/colombia/2024/02/12/
paro-armado-en-choco-cabecilla -del-eln-
justifico-confinamiento-a-poblacion-civil-
en-la-ribera-del-rio-san-juan/ 

22	 Portal 90 minutos.co. 7 de marzo de 2024. 
Conflicto en Nariño: Más de 2.000 perso-
nas se encuentra confinadas. Disponible 
en:  https://90minutos.co/colombia/con-
flicto-en-narino-mas-de-2-000-personas-
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En cuanto a la Guajira, entre noviem-
bre de 2023 y junio de 2024 se ha de-
nunciado por parte de organizaciones 
de la sociedad civil como el CAJAR23, 
el CINEP y Consejos de Comunida-
des Negras, el confinamiento y el 
desplazamiento de las comunidades 
Wiwa que están en la Sierra Nevada 
así como de las comunidades afro-
descendientes que están en la zona 
rural de Riohacha, debido a las con-
frontaciones entre las AGC y las Au-
todefensas Campesinas de la Sierra 
Nevada, aumentado la vulnerabilidad 
de las comunidades, especialmente 
de este departamento que presentan 
un panorama de inseguridad alimen-
taria permanente.
 
Respecto al Cauca, se reportaron ca-
sos de confinamiento en Caloto y To-
ribio, uno de los más graves fue el del 
mes de junio, cuando más de 2.000 
personas tuvieron que permanecer 
encerradas debido a las confronta-
ciones armadas entre la estructura 
Dagoberto Ramos del EMC, con el 
Ejército Nacional24.

Desde enero hasta febrero, organiza-
ciones de derechos humanos como 
CAHUCOPANA y Dos Ríos denuncia-
ron el confinamiento y desabasteci-
miento de 27 veredas en Segovia y 
Remedios en el Nordeste de Antio-
quia, debido a la avanzada paramilitar 
de las AGC25, así como por los enfren-
tamientos entre esta estructura con 
el ELN y el EMC. Hace varios meses 
18.000 campesinos e indígenas ha-
bitantes de diferentes veredas de El 
Bagre y Zaragoza en Antioquia, fueron 
confinados desde el 24 de junio hasta 
la primera semana de julio, y se les 
prohibieron actividades de comercio 
y movilidad26.
 
Esta situación se presentó porque el 
EMC citó a comerciantes de la zona 
para que asistieran a una reunión, 
hecho al cual reaccionó las AGC se-
ñalando que quienes fueran a dicho 
espacio serían objetivo militar. Ante 
tal situación el 28 del mismo mes las 
comunidades salieron a manifestarse 
exigiendo al Gobierno garantías para 
permanecer en los territorios27. Ade-

se-encuentra-confinadas-07-03-2024/ (90 
minutos.co, 2024).

23	 Ver: “Alerta Urgente”. 27 de febrero de 
2024. Disponible en: https://www.colecti-
vodeabogados.org/organizaciones-de-de-
rechos-humanos-denunciamos-despla-
zamiento-masivo-del-pueblo-indigena-wi-
wa-de-la-snsm-alerta-urgente/ 

	 Ver: Confinamiento de comunidades ne-
gras del Piedemonte de la Sierra Nevada 
de Santa Marta por fuertes combates. 
(s.f). Disponible en: https://www.desdea-
dentroprensa.com/confinamientojuany-
medio 

24	 La W Radio. 5 de junio de 2024. Comba-
tes en el Cauca dejan más de 2 mil per-
sonas confinadas y una comunera heri-
da. Disponible en: https://www.wradio.

com.co/2024/06/06/combates-en-el-cau-
ca-dejan-mas-de-2-mil-personas-confina-
das-y-una-comunera-herida/

25	 Ver Acción Urgente N° 1- 2024 “Confina-
miento y desplazamiento por incursión 
del Clan del Golfo en el nordeste antioque-
ño”. Disponible en: https://cjyiracastro.
org.co/accion-urgente-no-1-2024-confi-
namiento-y-desplazamiento-por-incur-
sion-del-clan-del-golfo-en-el-nordeste-an-
tioqueno/

26	 Nodo Antioquia CCEEU, PSG y Mesa 
Humanitaria. 2 de julio de 2024. Co-
municado público. Disponible en: ht-
tps://x.com/GarantiasPSG/status/180821 
6876700385780?t=yf1gMJxqKD44ARl4F-
jI0tg&s=09

27	 IPC. 2 de julio de 2024. Comunicado. 
Disponible en: https://x.com/IPCoficial/
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más se reiteró a los actores armados 
el llamado a respetar las poblaciones 
y adoptar los mínimos humanitarios 
propuestos por la Mesa Humanitaria 
y de Paz de Antioquia28. 

Si bien el gobernador de Antioquia 
hizo presencia el 25 de junio en pleno 
confinamiento y se comprometió con 
mantener la presencia institucional, la 
realidad es que una vez salió del te-
rritorio continuaron las comunidades 
viviendo las restricciones a su movili-
dad y el desabastecimiento. Por otra 
parte, la ayuda humanitaria por parte 
de la UARIV llegó el 25 de julio de 
2024, dos semanas después de que 
se levantara el confinamiento, eviden-
ciando la baja capacidad estatal para 
responder a estas situaciones de 
emergencia y garantizar los derechos 
de las víctimas29.

Mientras por un lado se confinaban a 
numerosas poblaciones, por otro se 
obligaba a las y los habitantes a des-
plazarse - desarraigarse de sus terri-
torios. Entre enero y mayo de 2024, 
el CICR reportó 56.269 víctimas de 
desplazamiento individual y colectivo. 
Los territorios más afectados fueron: 

Valle del Cauca, Nariño, Cauca, Antio-
quia y Norte del Santander. 

En junio la Defensoría del Pueblo, en 
su boletín sobre “movilidad humana-
da forzada”, registró que durante ese 
mes se presentaron “21 eventos […] 
distribuidos de la siguiente manera: 5 
casos de desplazamiento forzado ma-
sivo, 2 eventos de confinamientos y 
14 eventos que implicaron riesgo de 
desplazamiento y confinamiento”30. 
Destaca en el informe la grave situa-
ción de Nariño (2 eventos), Cauca (2 
eventos) y Antioquia (1 evento). En 
los dos primeros departamentos, la 
situación empeoró tras el fin del cese 
al fuego bilateral entre el Estado y las 
estructuras del EMC que operaban 
en la zona y con ello la reanudación 
de las acciones militares por parte 
del Ejército Nacional, lo que ha pro-
vocado mayor presión de los actores 
armados a las comunidades. En el 
caso de Antioquia, especialmente en 
el municipio de Cáceres, los perma-
nentes combates del ELN y el EMC 
contra las AGC por la ocupación del 
territorio, ha provocado que las co-
munidades, principalmente indígenas 
(Senú y Embera) que habitan la zona, 
tengan que desplazarse y/o confinar-
se para resguardar sus vidas.

La difícil situación de Arauca, que 
desde hace dos años ha sido denun-
ciada por las organizaciones sociales, 
autoridades departamentales y loca-

status/1808130739910640008?t=WnvB-
v4i0DQemtrxOc-CFFg&s=08

28	 Ver “Documento de presentación de la 
Mesa Humanitaria y de Paz de Antioquia”, 
(septiembre de 2022). Disponible en: ht-
tps://cjlibertad.org/documento-de-pre-
s e n t a c i o n - d e - l a - m e s a - h u m a n i t a -
ria-y-de-paz-de-antioquia/

29	 UARIV. 22 de julio de 2024. Entrega de 
ayuda humanitaria contribuye a la supe-
ración del confinamiento en El Bagre. 
Disponible en: https://www.unidadvicti-
mas.gov.co/entrega-de-ayuda-humanita-
ria-contribuye-a-la-superacion-del-confi-
namiento-en-el-bagre/

30	 Defensoría del Pueblo. 7 de junio de 2024. 
Boletín de movilidad humana forzada. 
Disponible en: https://www.defensoria.
gov.co/documents/20123/2741928/BO-
LETIN+JUNIO.pdf/a278ba09-30f3-6272-
cad5-ccb5184a9942?t=1721245885618
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les, así como por la Defensoría del 
Pueblo y la OACNUDH, entre otros 
organismos, no cesa. En este territo-
rio durante 2024 no solo se ha regis-
trado desplazamientos individuales 
(871), paros armados y confinamien-
tos (1.093 víctimas)31, sino también 
un alto nivel de homicidios, casos de 
desaparición y secuestro, que según 
la Defensoría del Pueblo asciende 
a 73 víctimas, 38 casos más que en 
el mismo periodo del año anterior32. 
Los principales responsables de esta 
situación son la estructura del EMC 
(frente 19 y 28), la Segunda Marque-
talia y el ELN (Frente de Guerra Orien-
tal) que han decidido declarar objetivo 
militar a pobladores de la región así 
como a organizaciones sociales y 
para ello han implementado la desa-
parición, la cual es un grave crimen de 
lesa humanidad que genera terror en 
las poblaciones.
 
Pese a que en el primer semestre de 
2024 continuaban los cese bilaterales 
al fuego vigentes entre el Gobierno 
con estas estructuras, estos termi-
naron siendo insuficientes ya que la 
mayor parte de las confrontaciones 
fueron entre las estructuras ilegales y, 
en algunas ocasiones, con el Ejército 
Nacional. De allí que las comunida-

des y la institucionalidad departamen-
tal plantearan a la delegación de paz 
del Gobierno la necesidad de ceses 
multilaterales al fuego y detener la 
crisis humanitaria, temas que fueron 
llevados a la mesa de diálogo con el 
ELN33. Pese a los llamados de la insti-
tucionalidad, de los líderes y lideresas 
para que los actores armados respe-
taran la población, la realidad es que 
no hubo una real disposición de estos 
por detener sus agresiones y, espe-
cialmente, para abandonar la práctica 
de la desaparición y el secuestro que 
tanto daño ha causado no solo a las 
víctimas, sino también a su familia y 
comunidades. 

Ante este panorama, es necesario in-
sistir que la política de Paz Total, la de 
seguridad y defensa y la de desmonte 
de las estructuras herederas del pa-
ramilitarismo, así como de otras que 
atentan contra las personas defenso-
ras y comunidades, todas ellas traza-
das por el Gobierno Nacional, conti-
núan sin ser efectivas. Además, la 
estrategia de definir zonas críticas en 

31	 CICR. 2024. Colombia: Balance Humani-
tario 2024. Disponible en: https://www.
icrc.org/es/document/colombia-balan-
ce-humanitario-2024.

32	 Defensoría del Pueblo. 6 de mayo de 
2024. Crisis humanitaria en Arauca: De-
fensor del Pueblo pide sesión extraordina-
ria de la Ciprat al MinInterior. Disponible 
en: https://defensoria.gov.co/-/crisis-hu-
manitaria-en-arauca-defensor-del-pue-
blo-pide-sesi%C3%B3n-extraordina-
ria-de-la-ciprat-al-mininterior

33	 El 16 de maro de 204 la delegación del 
Gobierno que adelanta las conversacio-
nes de paz con el ELN llevó a cabo un 
espacio de conversación en Arauca con 
delegados de la sociedad civil e institu-
cionalidad, para escuchar lo que estaba 
sucediendo en el territorio y los mensajes 
que se debían llevar a la mesa a fin de 
establecer salidas y alivios humanitarios, 
pero también aumentar la protección del 
Estado hacia la ciudadanía. (La Voz Cina-
ruco, 2024). El 10 de abril a través de un 
comunicado público, la delegación del 
Gobierno sostuvo que llevaría el tema de 
la actual crisis humanitaria en el depar-
tamento a la sesión que se desarrollaría 
con el ELN el 12 del mismo mes a fin de 
buscar salidas (Revista Alternativa, 2024). 
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el marco de la Mesa de Diálogo con el 
ELN34 y, en el caso del EMC35, defini-
ción de departamentos para desarro-
llar la agenda de “Transformaciones 
Estructurales Territoriales” para enfo-
car acciones humanitarias, tampoco 
ha tenido resultados36 tal como se 
evidencia en los caso de Buenaventu-
ra, Barrancabermeja, Santa Rosa del 
Sur, Remedios, Arauca, Alto Baudó y 
Cauca.

Impacto de la intensificación de 
la crisis humanitaria para las 
personas defensoras, liderazgos 
sociales y firmantes de paz

Durante 2022 y hasta lo corrido de 
2024 territorios como el Cauca, An-
tioquia, Nariño, Valle del Cauca, Nor-
te del Santander, Chocó, Arauca, Pu-
tumayo, Bolívar y Caquetá, solo por 
mencionar algunos, han experimenta-
do no solo el deterioro de la situación 
humanitaria sino también un alto nú-
mero de agresiones contra personas 
defensoras y quienes ejercen lideraz-
gos sociales, quienes en medio de 
este contexto persisten en desarrollar 

su actividad, exigiendo a los grupos 
armados que respeten el DIH y re-
iterando al Estado que garantice los 
derechos humanos, se implemente el 
Acuerdo Final alcanzado en 2016, se 
avance en la construcción de paz y se 
materialicen acciones humanitarias. 

Conforme se profundiza la crisis hu-
manitaria, la situación de las autorida-
des ancestrales, los líderes, lideresas, 
personas defensoras y firmantes de 
paz, empeora, ya que los grupos ar-
mados los han convertido en blanco 
de sus ataques. Es de recordar el ase-
sinato de la mayora indígena Carme-
lina Yule Paví en marzo, a manos de 
la estructura Dagoberto Ramos del 
EMC, cuando junto a otras personas 
integrantes de la Guardia Indígena, 
buscaban recuperar a un menor de 
edad que había sido reclutado por 
esta estructura armada en el munici-
pio de Toribío. Como lo ha denunciado 
la ACIN, el reclutamiento de menores 
es constante en el territorio y son las 
propias comunidades las que tienen 
que trazar estrategias de protección 
y exigir a las estructuras armadas del 
EMC, Segunda Marquetalia y el ELN 
que los devuelvan, exponiendo sus 
vidas.

Debido a este hecho y al aumento 
de las agresiones contra las comu-
nidades del Cauca, el Gobierno Na-
cional decidió suspender el cese al 
fuego con estructuras del EMC que 
operan en esta zona, así como en el 
Valle del Cauca y Nariño. Esto, a su 
vez, conllevó a la reactivación de las 
operaciones militares por parte de la 
fuerza pública, teniendo como efecto 
el incremento de los riesgos para la 
población civil. 

34	 Estas son en Bajo Calima y San Juan —
donde el ELN ha decretado tres paros 
armados en los últimos siete meses—, 
Baudó (Chocó), el Bajo Cauca antioque-
ño, Buenaventura, Dagua y Cali (Valle del 
Cauca), el Nordeste antioqueño, el sur de 
Bolívar, Nariño y El Naya (Valle del Cauca).

35	 En el marco de esta Mesa de Conversa-
ciones, definieron departamentos, entre 
ellos: Cauca, Caquetá, Arauca, Putuma-
yo, Guaviare, Antioquia y Norte de San-
tander.

36	 Ver VII Reporte Humanitario de la Coordi-
nadora Humanitaria. (julio de 2024). Dis-
ponible en: https://reportehumanitario.
vivamoshumanos.org/
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Pero la intensidad y sistematicidad de 
las violencias contra quienes ejercen 
el liderazgo sociales no se restringe 
solo al número de asesinatos que 
anualmente se reportan, las cifras 
màs altas a nivel global37, sino también 
a otras agresiones como amenazas, 
desapariciones forzadas, atentados, 
desplazamientos forzados, confina-
mientos de líderes y lideresas como 
castigo, restricciones a la actuación 
de procesos organizativos, carneti-
zación - empadronamientos, perse-
cución a las autoridades ancestrales, 
guardias indígenas y cooptación de 
liderazgos. Todo ello con un impacto 
directo en el tejido social que cada 
vez se debilita y pierde efectividad a 
la hora de exigir a los grupos armados 
que respeten la población, esto mien-
tras los liderazgos defienden la tierra, 
el territorio, buscan la paz y procuran 
transformar las condiciones de des-
igualdad imperantes. 

El caso de Arauca en los últimos dos 
años es alarmante, ya que el ELN y el 
EMC han atacado directamente a per-
sonas defensoras y liderazgos socia-
les38, así como a sedes de organiza-
ciones,  acusándoles de estar aliadas 

con la estructura contraria, esto en 
medio del aumento de asesinatos de 
civiles, secuestros, desapariciones, 
desplazamientos y confinamientos, 
lo que ha impactado la capacidad de 
maniobra de las organizaciones para 
mover sus agendas, así como avan-
zar en sus iniciativas sociales, agroali-
mentarias y humanitarias. 

En otra zona de Colombia como el 
Magdalena Medio, cinco organiza-
ciones que históricamente han ju-
gado un papel clave en la búsqueda 
de salidas a la crisis humanitaria y de 
derechos humanos que padecen las 
comunidades, fueron amenazadas 
por las AGC en este primer semestre 
de 2024 (CREDHOS, ACVC, OFP, ASO-
DESAMUBA, FEDEPESAN, CAHUCO-
PANA, Juntas de Acción Comunal). 
Esto aconteció cuando en esa zona 
de Colombia y en límites con Antio-
quia y Sur de Bolívar, se presentaban 
graves confinamientos de la pobla-
ción, desabastecimientos y control 
paramilitar. En medio de este tipo de 
agresiones y limitada su capacidad 
de acción, las organizaciones deciden 
asumir los riesgos, acompañar a las 
comunidades y plantear alternativas 
de paz. 

Como Programa Somos Defensores 
llamamos la atención sobre este tipo 
de violencia, la cual aunque incre-
menta las víctimas y sus procesos 
organizativos no son atendidos ade-
cuadamente por parte de la institu-
cionalidad, que escasamente recono-
ce la gravedad de estas agresiones, 
porque en Colombia las autoridades 
reducen la situación de las personas 
defensoras al asesinato. Como lo 
destaca la Corte Constitucional en la 

37	 Ver informes de Front line Defenders 
(2023) “Análisis Global 2323/24” y Global 
Witness (2023). En ambos informes se 
destaca que Colombia ocupa el primer 
lugar a nivel global en asesinatos contra 
quienes defienden derechos, en especial 
del medio ambiente, la tierra y el territorio. 

38	 Ver El Espectador. 7 de mayo de 2022. 
El silencioso desplazamiento masivo de 
los líderes sociales de Arauca. Disponi-
ble en: https://www.elespectador.com/
colombia-20/conflicto/conflicto-arma-
do-en-arauca-lideres-sociales-denun-
cian-estar-siendo-desplazados-masiva-
mente/
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Sentencia SU 546 -2023, las amena-
zas contra personas defensoras no 
solo son una agresión que atenta con-
tra quienes defienden derechos, sino 
también contra la colectividad que 
casi siempre queda en la impunidad 
“cuando una persona denuncia ame-
nazas en su contra, existe una proba-
bilidad prácticamente nula de que se 
identifique, judicialice y condene al 
responsable”39, esto en contraste con 
el hecho de que en Colombia en 2021 
la FGN conformó un grupo de trabajo 
nacional para enfrentar este tipo de 
agresión. 

La baja efectividad de dicha entidad 
a la hora de investigar y judicializar a 
los responsables de las amenazas así 
como de otras agresiones, la hace res-
ponsable de la impunidad que permite 
que las violencias se repitan y que día 
a día el país asista al silenciamiento de 
los liderazgos sociales y, con ello, la 
limitación de la capacidad de acción 
política de la organizaciones. 

El contexto permanente de agresión y 
de ataque contra los procesos socia-
les, fue analizado en el Acuerdo Final 
de Paz, por lo cual se estableció una 
serie de acciones encaminadas a la 
protección de quienes defienden de-
rechos, así como a los firmantes de 
paz. Es así como crea el “Sistema In-
tegral de Seguridad para el Ejercicio 
de la Política” (SISEP), el cual tiene 
como objetivo “crear y garantizar una 
cultura de convivencia, tolerancia y 

solidaridad, que dignifique el ejercicio 
de la política y brinde garantías para 
prevenir cualquier forma de estigma-
tización y persecución de dirigentes 
por motivo de sus actividades políti-
cas, de libre opinión o de oposición”40. 

Este contiene siete instancias, que 
de manera coordinada deben lograr 
la protección de la población objeto 
del Decreto 895 de 2017. Pese a esta 
arquitectura institucional y la voluntad 
del gobierno de Gustavo Petro, cosa 
que no tuvo el anterior gobierno, lo 
cierto es que la implementación de las 
medidas ha sido lenta, tal es el caso 
de la expedición de la Política Pública 
de Desmonte y, casi un año después, 
la definición de algunos planes piloto 
para su implementación; lo mismo ha 
ocurrido con los Programas de Pro-
tección Integral para Excombatientes 
(PPI) y el Plan Estratégico de Seguri-
dad y Protección (PESP) que fueron 
estructurados en 2023, y se espera-
ba que para 2024 se implementaran. 
Respecto al Comité de Impulso a las 
Investigaciones a cargo de la FGN, 
reporta la Unidad de Implementación 
del Acuerdo de Paz que para 2023 no 
había sido activada pese a que esta 
fue sancionada en 2017 (Decreto Ley 
895) impidiendo una “[…]  participa-
ción de víctimas, organizaciones de 
derechos humanos, mujeres y demás 
actores pertinentes” en las investiga-
ciones que lleva la FGN41.

39	 Corte Constitucional. 6 de diciembre de 
2023. Sentencia 546 de 2023. Obtenido 
de MP Reyes, José Fernando: https://
www.corteconstitucional.gov.co/Relato-
ria/2023/SU546-23.htm

40	 República de Colombia. 29 de mayo de 
2017. Decreto 895 de 2017.

41	 Unidad de Implementación del Acuerdo. 
31 de diciembre de 2023. Informe de 
rendición de Cuentas. Disponible en: ht-
tps://portalparalapaz.gov.co/wp-content/
uploads/2024/06/INFORME-SISEP.pdf
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El retraso en el cumplimiento de lo 
pactado en el Acuerdo Final, entre 
ellos el SISEP, ha tenido efectos en la 
deteriorada situación de los líderes, 
lideresas, personas defensoras y rein-
corporadas. En lo que respecta a esta 
última población, ha tenido como re-
sultado el asesinato de 406 firmantes 
del Acuerdo, de estos 81 esperaban 
medidas de protección de la Unidad 
Nacional de Protección42. Pero no 
solo son los asesinatos desde 2016, 
sino también las constantes amena-
zas, los desplazamientos forzados, 
incluidos los desplazamientos de los 
habitantes de los ETCR, la estigmati-
zación y las agresiones a las que se 
han visto expuestas las y los rein-
corporados por parte de estructuras 
como el EMC, Segunda Marquetalia, 
las AGC y el ELN.  

Esta grave situación de riesgo con-
llevó a que la Corte Constitucional en 
2020 emitiera la Sentencia SU-020 
de 2022, en la que declaraba “El es-
tado de cosas inconstitucional (ECI) 
en el componente de garantías de 
seguridad para la población firman-
te del Acuerdo de Paz”. En mayo de 
2024 la Sala Especial de Seguimiento 
a esta Sentencia reiteró a las entida-
des estatales superar el ECI y brindar 
seguridad a las y los excombatientes. 
No superar el ECI que presenta esta 
población es un mensaje negativo 

para la paz y para los grupos armados 
ilegales que realmente estén intere-
sados en dejar las armas. 

Cooptación de procesos 
organizativos 

Otra preocupación que persiste en 
las organizaciones sociales y de de-
rechos humanos, es la cooptación de 
procesos y de personas lideresas por 
parte de actores armados ilegales. 
Hace unos dos años, se viene desa-
rrollando una estrategia de coopta-
ción, principalmente por parte de las 
AGC hacia liderazgos comunitarios y 
comunales, quienes representan un 
gran acumulado a nivel local en Co-
lombia. Es de señalar que esta estra-
tegia está marcada por contextos de 
empobrecimiento, ausencia de garan-
tías de derechos por parte del Estado, 
bajo fortalecimiento de las iniciativas 
comunitarias, amenazas, además de 
una estela de agresiones contra las 
comunidades y organizaciones. 

En territorios como Córdoba, Antio-
quia, Magdalena Medio, Chocó y Su-
cre, líderes y lideresas de procesos 
comunales vienen siendo asediados 
y, en algunos casos, cooptados a tra-
vés de entrega de recursos económi-
cos, construcción de infraestructura 
social y proyectos comunitarios. Esto 
provoca una gran división del movi-
miento social, desconfianzas y mini-
mización de los procesos que se re-
sisten a estas dinámicas, a los cuales 
les es cada vez más difícil trabajar. 

Al respecto, el país conoció el pasado 
10 de julio a través de un video publi-
cado en la red social X, que las AGC 

42	 Misión de Verificación de la ONU. 27 de 
junio de 2024. Informe Trimestral del Se-
cretario General sobre la Misión de Veri-
ficación en Colombia S/2023/1033. Dis-
ponible en: https://colombia.unmissions.
org/secretario-general-de-la-onu-recono-
ce-la-determinaci%C3%B3n-de-colom-
bia-de-consolidar-la-paz-resaltando
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habían entregado un centro de salud 
y una ambulancia fluvial en Santa Isa-
bel del Manso, zona rural de Tierra 
Alta. En su discurso de más de media 
hora, el jefe político de esta estructu-
ra paramilitar sostuvo que estas obras 
que no entregaba el Estado sino ellos, 
eran una forma de mostrar su com-
promiso con las comunidades y que 
estaban prestos para trabajar con las 
comunidades y los liderazgos43.
 
Pero este no ha sido el único caso44, 
en el mes de mayo la estructura Gen-
til Duarte entregó a las comunidades 
de la zona de Yarí, ubicada entre Meta 
y Caquetá un colegio. Al finalizar ese 
mes, el frente 33 inauguraba un cen-
tro de salud en zona rural de Tibú, 
Norte de Santander. En julio, esta vez 
en el Cauca, se reportaba que el fren-
te Carlos Patiño había aportado recur-
sos para la construcción de un puente 
en la vereda Honduras de El Tambo 
(cañón del Micay), que permitiría el 
tránsito de vehículos45.

En el discurso de ambos grupos 
se apela a la ausencia del Estado 
en la ruralidad y se enfatiza en que 
son ellos quienes pueden llevar paz 
y “desarrollo a las comunidades”, 
esta estrategia que por demás ter-
mina siendo efectiva en medio de 
la pobreza y vulnerabilidad de las 
comunidades, aunada a la violencia 
letal que ejercen, puede conllevar 
a un desvertebramiento de las pro-
puestas de cambio que se impulsan 
desde las organizaciones. 

Al respecto, el pasado 11 de julio en 
el marco de la instalación de la Mesa 
Nacional de Garantías donde estaba 
presente el ministro del Interior, de 
Defensa, la ministra de Justicia, la fis-
cal general de la nación, la consejera 
presidencial para los DDHH y DIH, el 
director de la UNP y la Defensoría del 
Pueblo se hizo alusión a esta situa-
ción, además de advertir que las AGC 
vienen creando nuevas organizacio-
nes sociales para hacerse a una base 
social que le permita presionar por un 
reconocimiento político de cara a las 
conversaciones con el actual Gobier-
no Nacional. En palabras de Winston 
Gallego vocero de la CCEEU “Lo gra-
ve de esta situación es que el movi-
miento social sea no solo extermina-
do físicamente sino aniquilado social 
y políticamente”46.

43	 Ver reporterodigital.co en cuenta de X de la 
Asociación de Campesinos del Sur de Cór-
doba. Disponible en: https://x.com/ascsu-
cor_org/status/1811073425579880907?-
t=FbkZJCsN8Aavqm3ekSut2A&s=08

44	 Ver Infobae. 9 de noviembre de 2023. 
Disidencias de las Farc de Iván Mordisco 
siguen remplazando al Estado: con acto 
público y tarima inauguraron obras en Na-
riño. Disponible en: https://www.infobae.
com/colombia/2023/11/09/disidencias-
de-las-farc-de-ivan-mordisco-se-creen-
el-estado-volvieron-a-inaugurar-una-obra-
en-narino/

45	 El Colombiano. 2 de julio de 2024. ¿Otra 
vez? Disidencias inauguraron puente ile-
gal en el Cauca y cobran “peaje” para 
cruzar. Disponible en: https://www.elco-
lombiano.com/colombia/disidencias-car-
los -pat ino -entregan-puente -en-ca-
non-del-micay-cauca-MH24893870

46	 CCEEU, Alianza, Desc y PSD. 11 de julio 
de 2024. Intervención sobre el contexto 
humanitario en Colombia. Obtenido de 
documento interno.
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Mensajes de urgencia 

La crisis humanitaria, las agresiones 
contra las comunidades, los riesgos 
que persisten respecto a los lideraz-
gos sociales, personas defensoras y 
firmantes de paz, deben ser temas 
centrales en las conversaciones entre 
el Gobierno Nacional con los actores 
armados ilegales; en consecuencia, 
los procesos deben conllevar a la me-
jora de la situación crítica que atravie-
sa el país a causa de las permanentes 
confrontaciones armadas y las accio-
nes de control social, político, econó-
mico y territorial de las estructuras 
ilegales. 

Es por ello urgente que se avance en 
compromisos concretos en los proce-
sos de conversación con los actores 
armados, tal es el caso de las AGC, la 
Segunda Marquetalia y las Autodefen-
sas Conquistadoras de la Sierra Neva-
da. Además de reanudar las conver-
saciones con las estructuras del EMC 
que en el mes de marzo llegaron a su 
fin en Cauca, Nariño y Valle del Cauca, 
debido a las actuaciones de este gru-
po contra la población. En este caso 
se debe tener en cuenta las lecciones 
aprendidas y definir acuerdos claros, 
los cuales deben ser monitoreados 
de cara al país. En cuanto al ELN, se 
debe superar la actual crisis que pre-
senta el proceso y retomar la agenda 
pactada entre las partes desde 2022.
En lo que respecta a las fuerzas mili-
tares, es necesario que estas protejan 
a la población civil y que se investi-
guen los nexos que puedan tener 
miembros del Ejército, la Policía y au-
toridades civiles con las AGC u otros 
grupos armados. 

Es indispensable que haya un cese 
multilateral al fuego, que se respete a 
la población civil, tal como lo estable-
ce el DIH y se adopten acuerdos hu-
manitarios que disminuyan la presión 
que hoy viven más de 16 territorios en 
Colombia. Todos los actores armados 
deben detener de manera inmediata 
los asesinatos, desapariciones, el se-
cuestro, el reclutamiento forzado de 
NNA, el minado, los confinamientos, 
el desplazamiento, las presiones ha-
cia los procesos organizativos y en 
contra la población reincorporada de 
las antiguas FARC-EP. 

Las conversaciones de paz no se pue-
den restringir al Gobierno y el actor 
armado, debe pasar por un diálogo 
abierto con las comunidades, orga-
nizaciones y sectores sociales diver-
sos en los territorios, que permitan 
construir consensos alrededor de la 
construcción de la paz como única 
salida a la situación de guerra que hoy 
se vive. Son las organizaciones y co-
munidades quienes deben poner las 
agendas humanitarias que deben ser 
abordadas en las mesas de diálogo, 
hacer seguimiento a las propuestas 
que se han derivado de estos espa-
cios como son las zonas críticas y las 
agendas de transformación territorial, 
a fin de que en esos encuentros sean 
las comunidades las que pongan los 
temas y no el grupo armado. Es in-
dispensable para ello tener garantías 
para la participación. 

El aumento de las violencias contra 
personas defensoras y las organiza-
ciones sociales en medio de la pro-
fundización de la crisis humanitaria 
exige que el Estado adopte medidas 
integrales de protección (individual y 
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colectiva) y estrategias de fortaleci-
miento de los procesos comunitarios. 

Se reconoce el compromiso y avan-
ce que ha tenido el actual gobierno 
respecto a la instalación de la Mesa 
Nacional de Garantías, avanzar en la 
construcción de la política pública 
integral de garantía para la labor de 
defensa de los derechos humanos así 
como con el Programa Integral para 
Mujeres Lideresas y Defensoras, en-
tre otros temas, pero no se puede 
desconocer que estos instrumentos 
y mecanismos de mediana y larga 
duración no pueden detener actual-
mente la grave situación de riesgo de 
las personas lideresas y defensoras, 
por ello en las mesas de diálogo con 
las estructuras armadas se debe exi-
gir que se detengan todas las formas 
de agresión, no es coherente y acep-
table que en medio de procesos de 
diálogo se continúe atentando contra 
quienes plantean alternativas a las cri-
sis humanitarias, defienden la vida, la 
tierra, el territorio y la paz.

La institucionalidad a nivel nacional, 
departamental y local debe acoger y 
cumplir las recomendaciones que la 
Defensoría del Pueblo emite a través 
de sus Alertas Tempranas, a fin de evi-
tar que los riesgos advertidos se ma-
terialicen. En tal sentido es necesario 
que la Comisión Intersectorial para la 
Respuesta Rápida a las Alertas Tem-
pranas – CIPRAT- haga seguimiento 

a las acciones institucionales y esta-
blecer si el Estado está cumpliendo 
su deber constitucional, que es el de 
proteger a la población.

Para lograr que la política de Paz Total 
tenga resultados concretos se requie-
re del compromiso real de los grupos 
armados ilegales y de que se pueda 
tramitar por parte de la institucionali-
dad el marco jurídico para el someti-
miento, el cual debe asegurar los de-
rechos de las víctimas y las garantías 
de no repetición. A la par el Estado 
debe tener una presencia integral en 
los territorios garantizando los dere-
chos humanos, la protección, pero 
también la atención a las víctimas que 
deja la crisis humanitaria. Por ello es 
importante dar sostenibilidad a la es-
trategia de Misiones Territoriales que 
iniciaron en marzo de 2024.

El gobierno y entidades competen-
tes deben cumplir integralmente el 
Acuerdo de Paz así como coordinar 
sus políticas de seguridad y defensa, 
política criminal y la política de des-
monte de las estructuras herederas 
del paramilitarismo y otras que aten-
tan contra la población, a fin de que 
haya coherencia en la actuación ins-
titucional para asegurar medidas es-
tatales capaces de responder a los 
escenarios de aumento del conflicto 
político social y armado, así como de 
otras violencias.
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Eentre enero y junio de 2024 el Sis-
tema de Información sobre Agre-

siones contra Personas Defensoras 
de Derechos Humanos en Colombia 
– SIADDHH - del Programa Somos 
Defensores1, registró un total de 355 
agresiones cometidas en contra de 
318 personas2. Esto se debe a que, 
en algunos casos, varias personas 
fueron víctimas de más de un tipo de 
agresión en un mismo hecho. 

En relación con el mismo período de 
2023, el total de agresiones registra-
das mostró  una disminución del 24% 
(111 hechos menos). Esta situación 
puede estar marcada por la diferencia 
de contextos entre el primer semes-
tre del 2023 y el del 2024, el año an-
terior los grupos armados estaban in-
gresando a los territorios, por lo cual, 
el ejercicio de la intimidación en las 
comunidades a través de la violencia 
selectiva y demostraciones de poder 
hizo que las agresiones incrementa-
ran, y este año, se observa una con-
solidación en diferentes regiones por 
lo cual, cuando los actores armados 
se establecen se presenta una reduc-

1	 Este Sistema registra información cono-
cida por el Programa Somos Defensores 
y por fuente directa con las organizacio-
nes sociales y organizaciones no guber-
namentales que reportan casos al Progra-
ma. El SIADDHH publica solo los casos 
que ha confirmado directamente.

2	 En algunos casos una misma persona 
pudo ser víctima durante el periodo re-
portado de varias agresiones.

ción en los hechos en contra de los 
liderazgos sociales incluso por cam-
bios en las estrategias para hacer pre-
sencia.

También el año pasado las campañas 
para las elecciones regionales deter-
minaron en buena medida las diná-
micas de violencia en los territorios;  
como ya se ha advertido en años an-
teriores, en medio de este escenario 
se puede experimentar un incremen-
to en las agresiones selectivas a per-
sonas defensoras de derechos hu-
manos. Esta situación fue observada 
por la Misión de Observación Electo-
ral-MOE- que informó que en el perío-
do octubre 2022 a mayo 2023, previo 
a las elecciones regionales “hubo un 
incremento del 40% en la violencia” 
contra liderazgos sociales, comuna-
les y políticos3 con relación al período 
preelectoral de 2019.

Aunque exista una disminución en el 
número de agresiones en el primer 
semestre del 2024, vale la pena seña-
lar que la violencia persiste pese a que 
la Corte Constitucional ha declarado 
el Estado de Cosas Inconstitucional 
dada la grave y generalizada violación 
de los derechos humanos en contra 
de personas defensoras y liderazgos 
sociales en el país, con la sentencia 
SU-546 y ha ordenado a diversas enti-

3	 /https://www.wola.org/es/analisis/elec-
ciones-regionales-colombia-referen-
dum-gobierno-petro/)
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con 57, marzo con 54 y febrero con 
41, consolidando el segundo trimes-
tre del año como el de mayor número 
de agresiones. Esto cambia la ten-
dencia del 2023, cuando enero fue el 
mes en el que se presentó el mayor 
número de hechos violentos.

dades del Estado desarrollar acciones 
para su protección. 

En el primer semestre de 2024, abril 
fue el mes con el mayor número de 
ataques con 72 agresiones, seguido 
por mayo con 67, enero con 64, junio 

Número de agresiones por mes
Cifras SIADDHH enero - junio 2024

 
  

 
 
Agresiones por género 
 
El Programa Somos Defensores a través del SIADDHH, para este periodo incorporó 
una categoría en la que se identifica a las personas defensoras con orientación 
sexual y de género diversas – OSIGD71-.Identificando que del total de personas 
defensoras y liderazgos sociales, agredidas (318), 96 (30%) corresponden a 
mujeres,  211 (66%) a hombres y 11 (4%) a personas OSIGD. En relación con el 
mismo período de 2023, el número de mujeres víctimas disminuyó un 12% (13 
víctimas menos); en cuanto a los hombres, el registro arrojó una disminución del 
36% (118 víctimas menos); cabe anotar que para las personas con OSIGD no se 
tiene referencia comparativa pues se inicia a identificar la categoría en enero del 
2024.  
 
En cuanto al número de agresiones, las 96 mujeres fueron víctimas de 109 hechos 
violentos. La amenaza (75 hechos) fue el hecho más recurrente, seguido de los 
asesinatos (11 hechos), los atentados (7 hechos), los desplazamientos forzados (7 
hechos), los secuestros (3 hechos), los robos de información (2 hechos), la 
detención arbitraria (1 hecho), la tortura (1 hecho), la desaparición forzada (1 hecho) 
                                                 
71 “OSIGD es el denomina�vo más u�lizados para designar al colec�vo de personas diversas con orientación 
sexual e iden�dad de género diversas. Es un acrónimo sinónimo de “LGTBI”, pero OSIGD comporta un enfoque 
de  derechos  más  preciso”.  Disponible  en:  
h�ps://www.google.com/search?q=osigd&rlz=1C1CHBD_esCO978CO978&oq=&gs_lcrp=EgZjaHJvbWUqCQg
BEEUYOxjCAzIJCAAQRRg7GMIDMgkIARBFGDsYwgMyCQgCEEUYOxjCAzIJCAMQRRg7GMIDMgkIBBBFGDsYwg
MyCQgFEEUYOxjCAzIJCAYQRRg7GMIDMgkIBxBFGDsYwgPSAQk0MzY0ajBqMTWoAgiwAgE&sourceid=chrome
&ie=UTF‐8 
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Agresiones por género

El Programa Somos Defensores a tra-
vés del SIADDHH, para este periodo 
incorporó una categoría en la que se 
identifica a las personas defensoras 
con orientación sexual y de género 
diversas – OSIGD4-. Identificando que 

del total de personas defensoras y 
liderazgos sociales, agredidas (318), 

4	 “OSIGD  es el denominativo más utiliza-
dos para designar al colectivo de per-
sonas diversas con orientación sexual e 
identidad de género diversas. Es un acró-
nimo sinónimo de “LGTBI”, pero OSIGD 

comporta un enfoque de derechos más 
preciso”. Disponible en:  https://www.
google.com/search?q=osigd&rlz=1C-
1CHBD_esCO978CO978&oq=&gs_lcr-
p=EgZjaHJvbWUqCQgBEEUYOxjCAzIJ-
CAAQRRg7GMIDMgkIARBFGDsYwgMy-
CQgCEEUYOxjCAzIJCAMQRRg7GMIDM-
gkIBBBFGDsYwgMyCQgFEEUYOxjCAzI-
JCAYQRRg7GMIDMgkIBxBFGDsYwgP-
SAQk0MzY0ajBqMTWoAgiwAgE&sour-
ceid=chrome&ie=UTF-8
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96 (30%) corresponden a mujeres,  
211 (66%) a hombres y 11 (4%) a 
personas OSIGD. En relación con el 
mismo período de 2023, el número 
de mujeres víctimas disminuyó un 
12% (13 víctimas menos); en cuan-
to a los hombres, el registro arrojó 
una disminución del 36% (118 vícti-
mas menos); cabe anotar que para 
las personas con OSIGD no se tiene 
referencia comparativa pues se inicia 
a identificar la categoría en enero del 
2024. 

En cuanto al número de agresiones, 
las 96 mujeres fueron víctimas de 
109 hechos violentos. La amenaza 
(75 hechos) fue el hecho más recu-
rrente, seguido de los asesinatos (11 
hechos), los atentados (7 hechos), los 
desplazamientos forzados (7 hechos), 
los secuestros (3 hechos), los robos 
de información (2 hechos), la deten-
ción arbitraria (1 hecho), la tortura (1 
hecho), la desaparición forzada (1 he-
cho) y la violencia sexual (1 hecho). La 
ocurrencia de actos de tortura y vio-
lencia sexual, conjugan en sí mismos 
la intención de causar un sufrimiento 
mayor en la víctima, que atentan con-
tra su dignidad e integridad, agrava-
dos por la condición de la víctima de 
ser mujer, y exponiendo que las lide-
resas continúan enfrentando un en-
torno no seguro para el ejercicio dela 
defensa de los derechos humanos, 
que incluye sus hogares y lugares de 

vida cotidiana, más allá de utilizados 
en su accionar social. 

Con respecto a los presuntos respon-
sables de las agresiones en contra 
de las mujeres, al igual que el primer 
semestre de 2023, en los primeros 
lugares se ubican los actores desco-
nocidos (38 casos) y los grupos pa-
ramilitares. Los grupos paramilitares 
serían responsables de 26 hechos: 
19 amenazas, 4 desplazamientos 
forzados, 1 asesinato, 1 atentado, 1 
robo de información. De los 26 he-
chos 11 ocurrieron en Antioquia, 10 
en Santander, 4 en Cauca y 1 en Ce-
sar. Los autores individuales serían 
responsables de 9 hechos, las ban-
das criminales de 8 hechos, el ELN 
de 4 hechos, los grupos postacuerdo 
de paz de 23 hechos y la fuerza públi-
ca de 1 hecho.

En cuanto a los liderazgos OSIGD, 
el SIADDHH registró 12 agresiones 
contra 11 personas. De estas 3 fue-
ron asesinatos cometidos contra una 
persona con liderazgo LGBTIQ+, una 
persona activista de DDHH y un lide-
razgo campesino; también se docu-
mentaron 8 amenazas y 1 desplaza-
miento forzado.

En cuanto a los hombres, se presen-
taron 234 agresiones en su contra y la 
amenaza (128 hechos) fue el tipo de 
agresión más recurrente.
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Agresiones según tipo de violencia

Sobre las otras agresiones registra-
das, las amenazas con 211 casos se 
mantienen como el hecho más recu-
rrente; en esta oportunidad presentan 
una reducción del 24% en relación 
con el primer semestre de 2023. Los 
atentados que en el primer semestre 
de 2023 registraron un incremento, 
esta vez con 27 hechos presentaron 
una disminución equivalente al 48%. 
Los desplazamientos forzados, al 
igual que el año anterior presentaron 
un incremento, que esta vez con 26 
hechos, tiene una equivalencia del 
24%. Por su parte, los secuestros tu-
vieron un incremento del 100%. Las 
desapariciones forzadas presentaron 
una disminución del 22%, de igual 
manera, los robos de información 
disminuyeron en un 20%. Las deten-
ciones arbitrarias con 1 hecho, pre-

Agresiones por género
Cifras SIADDHH enero - junio 2024

y la violencia sexual (1 hecho). La ocurrencia de actos de tortura y violencia sexual, 
conjugan en sí mismos la intención de causar un sufrimiento mayor en la víctima, 
que atentan contra su dignidad e integridad, agravados por la condición de la víctima 
de ser mujer, y exponiendo que las lideresas continúan enfrentando un entorno no 
seguro para el ejercicio dela defensa de los derechos humanos, que incluye sus 
hogares y lugares de vida cotidiana, más allá de utilizados en su accionar social.  
 
Con respecto a los presuntos responsables de las agresiones en contra de las 
mujeres, al igual que el primer semestre de 2023, en los primeros lugares se ubican 
los actores desconocidos (38 casos) y los grupos paramilitares. Los grupos 
paramilitares serían responsables de 26 hechos: 19 amenazas, 4 desplazamientos 
forzados, 1 asesinato, 1 atentado, 1 robo de información. De los 26 hechos 11 
ocurrieron en Antioquia, 10 en Santander, 4 en Cauca y 1 en Cesar. Los autores 
individuales serían responsables de 9 hechos, las bandas criminales de 8 hechos, 
el ELN de 4 hechos, los grupos postacuerdo de paz de 23 hechos y la fuerza pública 
de 1 hecho. 
 
En cuanto a los liderazgos OSIGD, el SIADDHH registró 12 agresiones contra 11 
personas. De estas 3 fueron asesinatos cometidos contra una persona con liderazgo 
LGBTIQ+, una persona activista de DDHH y un liderazgo campesino; también se 
documentaron 8 amenazas y 1 desplazamiento forzado. 
 
En cuanto a los hombres, se presentaron 234 agresiones en su contra y la amenaza 
(128 hechos) fue el tipo de agresión más recurrente. 

 
 

 
 

109

234

12

Femenino Masculino OSIGD

Agresiones por género
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Durante el primer semestre del 2024 
las agresiones en contra de personas 
defensoras de derechos humanos 
fueron asesinatos, amenazas, aten-
tados, desplazamientos forzados, 
secuestros, desapariciones forzadas, 
robos de información, detenciones 
arbitrarias, tortura y violencia sexual. 
Durante el período de referencia, se 
confirmó un total de 65 asesinatos, 
que representa una disminución del 
24% en relación con el mismo perio-
do del 2023, cifra que aunque menor, 
sigue siendo alarmante pues se man-
tiene el nivel de riesgo para quienes 
ejercen los diferentes tipos de lideraz-
go en las regiones.  Es de señalar que 
aproximadamente cada tres días se 
asesina a una persona defensora de 
derechos humanos en el país.
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sentaron una disminución del 86%. 
Frente a la violencia sexual, que en el 
primer semestre de 2023 no presen-
tó ningún registro, en este período se 
conoció 1 caso; ocurre igual con la 
tortura, tratos crueles, inhumanos o 
degradantes, que en el primer semes-

Tipos de agresiones individuales Agresiones 
enero-junio 2023

Agresiones 
enero-junio 2024

Amenazas 279 211

Asesinatos 85 65

Atentados 52 27

Desplazamientos forzados 21 26

Secuestros 5 10

Desapariciones forzadas 9 7

Robos de información 5 4

Detenciones arbitrarias 7 1

Violencia sexual 0 1

Judicializaciones 3 0

Tortura, tratos crueles,  inhumanos o degradantes 0 3

Total agresiones 466 355

tre de 2023 no tuvieron registro pero 
en el actual periodo se confirmaron 3 
casos. Y finalmente, para efectos de 
comparación, se tiene que las judi-
cializaciones no presentaron ningún 
hecho en el actual período de análisis. 

Llama la atención la disminución en 
la mayoría de tipos de agresiones, si 
bien el SIADDHH verifica la informa-
ción que conoce de manera directa 
y reconoce que esto puede implicar 
que exista un subregistro, es necesa-
rio poner atención sobre la tendencia 
de reducción de la mayoría de hechos 
de violencia frente al incremento de 
dos agresiones puntuales como lo 
son los secuestros y los desplaza-
mientos forzados. Este último hecho 
se puede conectar de manera directa 
con las crisis humanitarias que persis-
ten en el país, en medio de las cuales 
el destierro y los confinamientos se 

convierten en estrategias para el con-
trol social.

Cabe decir, que el momento que 
atraviesa el país por el actuar de los 
grupos armados ilegales implica el 
planteamiento de escenarios diver-
sos, el primero referente a la presen-
cia fuerte con control social por parte 
de estos grupos en algunas regiones 
donde se han establecido. El segun-
do escenario se refiere al accionar 
de los grupos en las diferentes zonas 
que actualmente se encuentran en 
disputa, en estos lugares, las agresio-
nes persisten, imponiendo un orden a 
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través de la violencia. En tercer lugar, 
es posible plantear que se presenta 
el silenciamiento de los liderazgos no 
solo como un mecanismo de autopro-
tección y supervivencia, que afecta la 
realización de las actividades cotidia-
nas, la movilidad y la circulación de la 
información para el registro y docu-
mentación de casos, sino que ese si-
lenciamiento se presenta a modo de 
continuum, ya que se ha evidenciado 
que en muchas situaciones las agre-
siones pueden considerarse como la 

continuación de un hecho inicial, que 
se repite y se extiende sin interrup-
ción, convirtiéndose en sistemático, 
de tal manera que puede ser asumido 
no como un nuevo hecho de agresión 
sino como parte de una permanente, 
lo cual implica una agravación de la 
normalización de los ataques, que 
más allá de no generar un reporte 
nuevo por hecho, lo que produce es 
una invisibilización de las situaciones 
de riesgo para los liderazgos.

Presuntos responsables

En cuanto a los presuntos responsa-
bles, el Programa Somos Defensores 
a través del SIADDHH encontró que 
de las 355 agresiones verificadas, el 
34% se atribuyen a autores desco-
nocidos, el 24% grupos postacuerdo 
de paz, el 23% a paramilitares, el 6% 
autores individuales, el 6% al Ejército 
de Liberación Nacional –ELN-, el 5% 
a bandas criminales, el 1% a alianzas 
criminales y el 1% a la fuerza públi-
ca. Como es usual, los desconocidos 
permanecen en el primer lugar con 
121 hechos; los grupos postacuerdo 
de paz que en 2023 ocupaban el ter-
cer lugar, esta vez se ubicaron en el 
segundo con 85 hechos, cabe anotar 
que tras el fraccionamiento interno 
ocurrido en abril, el grupo comanda-
do por alias “Iván Mordisco” que bajo 
el nombre de Estado Mayor Central –
EMC-, agudizó sus operaciones en el 
suroccidente, separándose del grupo 
comandado por alias “Calarcá” que 
hasta ese momento permanecía en el 
proceso de negociación de paz con el 
gobierno nacional.

Por su parte, los paramilitares que 
ocupaban el segundo lugar, esta vez 
pasaron al tercero con 84 hechos, es 
importante mencionar que estruc-
turas como el Ejército Gaitanista de 
Colombia (EGC) considerada como 
“la agrupación armada criminal más 
grande y poderosa de Antioquia y del 
país.”5 Se encuentre en un proceso 
de expansión que va más allá de las 
acciones armadas, que se adapta a 
espacios económicos y cotidianos en 
donde opera. 

El ELN se mantiene en el cuarto lugar 
con 20 hechos, al igual que los auto-
res individuales; les siguen la bandas 
criminales con 19 hechos, la alianzas 
criminales con 4 hechos y la fuerza 
pública con 2 hechos.

Los hechos donde se atribuye respon-
sabilidad a autores desconocidos pre-

5	 https://razonpublica.com/asi-se-expan-
de-ejercito-gaitanista-colombia-antioquia/
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sentaron una disminución del 38%, 
del total registrado, 75 corresponden 
a amenazas, 17 fueron asesinatos, 15 
atentados, 6 desplazamientos forza-
dos, 3 desapariciones forzadas, 2 se-
cuestros, 2 robos de información y 1 
hecho de tortura. Los departamentos 
en los cuales los autores desconoci-
dos cometieron más hechos fueron 
Cauca (33 hechos), Magdalena (12 
hechos), Norte de Santander (7 he-
chos) y Valle del Cauca (7 hechos).

La presunta responsabilidad atribuida 
a los grupos postacuerdo de paz tuvo 
un incremento del 13%, y se encon-
traron 52 amenazas, 19 asesinatos, 
6 atentados, 4 secuestros, 2 desapa-
riciones forzadas, 1 robo de informa-
ción y 1 desplazamiento forzado. Al 
igual que en 2023, el departamento del 
Cauca registra mayor número de afec-
taciones con 63 hechos, seguido de 
Arauca con 5 hechos, Antioquia, Huila, 
Norte de Santander y Santander con 3 
hechos cada uno, Valle del Cauca con 
2 hechos y, finalmente, Caquetá, Meta 
y Tolima con 1 hecho cada uno. 

El liderazgo indígena se mantiene 
como el más afectado por el accionar 
de estos grupos. Entre las estructuras 
identificadas están El Estado Mayor 
Central – EMC- a través del Frente 
Adán Izquierdo, Frente 28, Frente 37, 
Frente 57 Yair Bermúdez, Frente Is-
mael Ruíz, Frente Jaime Martínez, Car-
los Patiño, Dagoberto Ramos, Frente 
39, Frente 38, también estructuras que 
se autodenominan FARC-EP y por otra 
parte la Segunda Marquetalia.

En cuanto a los hechos donde los pre-
suntos responsables son los grupos 
paramilitares, al igual que el primer 
semestre del año anterior, el registro 

arrojó una disminución que esta vez 
corresponde al 26%, esta disminución 
pudo darse manteniendo la tendencia 
del año anterior que responde a accio-
nes de consolidación de la presencia 
en los territorios que ya no estaría en 
abierta disputa con otros actores ile-
gales. Sobre las agresiones, el registro 
arrojó 56 amenazas, 7 asesinatos, 3 
atentados, 1 desaparición forzada, 1 
secuestro, 1 robo de información y 15 
desplazamientos forzados; esta última 
cifra llama la atención al presentar un 
incremento del 50% lo cual podría sig-
nificar que las personas están siendo 
obligadas a abandonar el territorio. 
Los departamentos más afectados por 
agresiones de estos grupos armados 
fueron Antioquia (33 hechos), Santan-
der (18 hechos), Cauca (14 hechos), 
Bolívar (6 hechos) y Magdalena (4 he-
chos). En esta oportunidad las regio-
nes afectadas fueron 11 y en ellas se 
identificaron las siguientes estructu-
ras: Las Águilas Negras Bloque Capital 
D.C., Las Águilas Negras Bloque su-
roccidental, Las Autodefensas Unidas 
de Colombia – AUC-, Las Autodefen-
sas Gaitanistas de Colombia – AGC- 
Frente Nicolás Antonio Urango Reyes 
y Bloque Renacer, Autodefensas Nue-
va Generación, el Ejército Gaitanista 
de Colombia – EGC- y la subestructura 
Carlos Vásquez.

El Ejército de Liberación Nacional –
ELN- se mantuvo en el cuarto lugar, 
aunque en cantidad de agresiones se 
presentó una disminución equivalen-
te al 44% (16 hechos menos) entre los 
que se documentaron 10 amenazas, 
4 asesinatos, 1 tortura, 3 secuestros y 
2 desplazamientos forzados. Los de-
partamentos donde tuvieron lugar las 
agresiones fueron Arauca (5 hechos), 
Valle del Cauca (4 hechos), Cauca (3 
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hechos), Antioquia (2 hechos), Boya-
cá (2 hechos), Risaralda (2 hechos). 

En cuanto a los hechos presuntamen-
te cometidos por autores individua-
les, presentaron un incremento del 
18%, entre los que se encontraron 8 
asesinatos, 6 amenazas, 2 atentados, 
1 tortura, 1 desaparición forzada, 1 
hecho de violencia sexual y 1 despla-
zamiento forzado.
 
Con respecto a las bandas criminales, 
se presentó un incremento considera-
ble equivalente al 171%,  correspon-
dientes a 8 asesinatos, 10 amenazas y 
1 atentado. Las agresiones ocurrieron 
en Cauca (6 hechos), Norte de San-
tander (5 hechos), Chocó (3 hechos), 
Distrito Capital (2 hechos), Antioquia 
(1 hecho), Tolima (1 hecho) y Valle del 
Cauca (1 hecho). Los grupos identifi-
cados son AK-47, La Inmaculada, Los 
de Porras o “La Familia de la P”, Los 

Mexicanos, Los RPS (Reposo, Plata, 
Sangre) y el Tren de Aragua.

Las alianzas criminales responsables 
de 4 hechos, presentaron un incre-
mento del 100% (2 hechos más), 
ocurridos en Caquetá y Putumayo y 
correspondientes a 2 asesinatos, 1 
amenaza y 1 desplazamiento forzado, 
cometidos por parte de los Coman-
dos de la Frontera.

Por su parte, las agresiones registra-
das cuya responsabilidad recayó en 
la fuerza pública, presentaron una 
disminución equivalente al 88% (15 
hechos menos) que tuvieron lugar en 
los departamentos del Cauca y Nari-
ño, correspondientes a 1 amenaza y 1 
detención arbitraria.

Finalmente, en esta oportunidad las 
instituciones del Estado no presenta-
ron registro de agresiones.

Presuntos responsables de agresiones 
Cifras SIADDHH enero-junio 2024
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Agresiones por departamento
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Durante el primer semestre de 2024, 
las agresiones en contra de personas 
defensoras de derechos humanos 
ocurrieron en 25 departamentos y en 
el Distrito Capital, cifra que equivale 
al 79% del territorio nacional. Los de-
partamentos donde se presentaron el 
mayor número de agresiones fueron 
Cauca (120 hechos), Antioquia (52 he-
chos), Santander (27 hechos), Norte 
de Santander (18 hechos), Magdalena 
(16 hechos), Valle del Cauca (14 he-
chos), Bolívar (12 hechos), Arauca (11 
hechos), Córdoba (10 hechos) y Distri-
to Capital (10 hechos).

El departamento del Cauca a pesar de 
presentar una disminución del 6%, en 
relación con el primer semestre de 
2023, registró el mayor número de 
agresiones. Antioquia presentó un 
incremento en las agresiones equi-
valente al 18% y pasó a ubicarse en 
el segundo lugar, el departamento de 
Santander pasó a ubicarse en el ter-
cer lugar pese a presentar una dismi-
nución del 40%, Norte de Santander 
en esta oportunidad presentó una 
disminución del 25%, llama la aten-
ción el comportamiento de la cifra en 
el departamento del Magdalena, que 
presentó un ostensible incremento 
equivalente al 220%, que contrasta 
con lo ocurrido en Valle del Cauca que 
presentó una disminución considera-
ble, equivalente al 65%. Por su par-
te, Arauca  que el año anterior no se 
encontraba entre los departamentos 
con mayor número de agresiones, es 
este período de análisis, presentó un 
incremento del 38% (3 hechos más), 
Córdoba que el año anterior presentó 
un incremento considerable, en esta 
oportunidad tiene una disminución 
del 23%, el Distrito Capital continúa 

con la tendencia a la disminución en 
las agresiones y esta vez corresponde 
al 57%.

Llama la atención lo ocurrido con el 
departamento de Nariño que durante 
2023 se ubicaba en los primeros luga-
res en cuanto al número de agresio-
nes, en este período de análisis pre-
sentó una disminución considerable 
del 87% con 33 hechos menos. 

Es importante mencionar que se ob-
serva un cambio de tendencia en el 
comportamiento de las agresiones 
según los territorios, de esta manera, 
departamentos como Santander, don-
de hay una disputa activa y una fuer-
te presencia paramilitar del Ejército 
Gaitanista de Colombia – EGC- y del 
Estado Mayor central-EMC-, se pre-
sentó una variación  que lo ubica nue-
vamente en el tercer lugar, situación 
similar ocurre con Norte de Santander 
cuya posición fronteriza con Venezue-
la agudiza algunas problemáticas, 
que dada la presencia de diferentes 
actores como el ELN, los grupos pos-
tacuerdo de paz, grupos paramilitares 
y bandas criminales como el Tren de 
Aragua, en este departamento, las co-
munidades han insistido en el llama-
do al Estado Mayor central-EMC- para 
mantenerse en los diálogos de paz y 
pactar un cese al fuego que permita a 
regiones como el Catatumbo que si-
guen enfrentando una difícil situación 
dada la presencia de diversos actores 
poder avanzar en la consolidación del 
“Pacto Catatumbo” como una oportu-
nidad para realizar transformaciones 
estructurales en la región.  En cuanto 
a Cúcuta como capital,  por la presun-
ta alianza entre el ELN y el EMC con la 
finalidad de contrarrestar acciones de-
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rivadas de la presencia paramilitar se 
agudizan problemáticas y situaciones 
humanitarias. Con el departamento 
del Magdalena, si bien las agresiones 
registradas por el SIADDHH tienen 
como presunto responsable en su 
mayoría a autores desconocidos, es 

importante mantener en el foco la si-
tuación que se deriva de la presencia 
de actores fuertes en disputa como 
las Autodefensas Conquistadoras de 
la Sierra Nevada (ACSN) y el Ejército 
Gaitanista de Colombia – EGC-.

Número de agresiones por departamento
Cifras SIADDHH enero - junio 2024

 
 
También es importante mencionar que en departamentos como el Chocó donde 
incrementaron las agresiones y la disputa territorial entre el EGC y el ELN parece 
no dar tregua, pone a la población a padecer las consecuencias de la crisis 
humanitaria derivada de la confrontación armada y de otras situaciones como el 
confinamiento, el desplazamiento y las amenazas directas, sumado a la presencia 
de otros actores y dinámicas como se menciona en otra parte del presente informe. 
 
Finalmente, cabe referirse a la situación que se presenta en el departamento de 
Arauca, donde se conjugan la presencia de actores armados como el Ejército de 
Liberación Nacional –ELN-, el Ejército Gaitanista de Colombia – EGC-, bandas 
criminales y el Estado Mayor Central –EMC-.  Estos grupos operan de diversas 
maneras y generan impacto en diferentes aspectos, el ELN ejerce control en los 
pasos fronterizos donde el flujo de contrabando facilita el cobro de impuestos. En 
este departamento, cabe resaltar la confrontación entre el EMC y el ELN. 
 
 
Agresiones por tipo de liderazgo 
 
Durante el primer semestre de 2024, al igual que en el mismo período del año 
anterior, se produjeron afectaciones en contra de 13 tipos de liderazgos, de los 
cuales el 33% fueron liderazgos indígenas, 19% liderazgos comunales, 15% 
liderazgos comunitarios, 9% liderazgos campesinos, el 6% liderazgos de víctimas,  
6% activistas de DDHH, 3% liderazgos LGBTIQ+, 2.5% liderazgos ambientales, 2% 
liderazgos juveniles, 2% defensoras de los derechos de las mujeres, 1% liderazgos 
afrodescendientes, 1% liderazgos sindicales y 0.5% liderazgo estudiantil. 
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También es importante mencionar 
que en departamentos como el Cho-
có donde incrementaron las agre-
siones y la disputa territorial entre el 
EGC y el ELN parece no dar tregua, 
pone a la población a padecer las 
consecuencias de la crisis humani-
taria derivada de la confrontación ar-
mada y de otras situaciones como el 
confinamiento, el desplazamiento y 
las amenazas directas, sumado a la 
presencia de otros actores y dinámi-
cas como se menciona en otra parte 
del presente informe.

Finalmente, cabe referirse a la situa-
ción que se presenta en el departa-
mento de Arauca, donde se conju-
gan la presencia de actores armados 
como el Ejército de Liberación Nacio-
nal –ELN-, el Ejército Gaitanista de Co-
lombia – EGC-, bandas criminales y el 
Estado Mayor Central –EMC-.  Estos 
grupos operan de diversas maneras y 
generan impacto en diferentes aspec-
tos, el ELN ejerce control en los pasos 
fronterizos donde el flujo de contra-
bando facilita el cobro de impuestos. 
En este departamento, cabe resaltar la 
confrontación entre el EMC y el ELN.



97

Agresiones por tipo de liderazgo

Durante el primer semestre de 2024, 
al igual que en el mismo período del 
año anterior, se produjeron afecta-
ciones en contra de 13 tipos de lide-
razgos, de los cuales el 33% fueron 
liderazgos indígenas, 19% liderazgos 
comunales, 15% liderazgos comuni-
tarios, 9% liderazgos campesinos, el 
6% liderazgos de víctimas,  6% acti-
vistas de DDHH, 3% liderazgos LGB-
TIQ+, 2.5% liderazgos ambientales, 
2% liderazgos juveniles, 2% defenso-
ras de los derechos de las mujeres, 
1% liderazgos afrodescendientes, 
1% liderazgos sindicales y 0.5% lide-
razgo estudiantil.

De las 355 agresiones, los liderazgos 
indígenas continúan siendo los más 
afectados; al igual que en el 2023, se 

produjo una disminución en los ata-
ques que pasaron de 142 a 111 he-
chos en este período. Los comunales 
permanecen en el segundo lugar; en 
este período se presentó una dismi-
nución en las agresiones que pasaron 
de 72 en 2023 a 68 en 2024. En cuan-
to a los demás tipos de liderazgo, se 
confirmaron agresiones en contra de 
los comunitarios con 52 hechos, los 
campesinos con 39 hechos, los lide-
razgos de víctimas con 22 hechos, los 
activistas de DDHH con 18 hechos, 
los ambientales con 13 hechos, los 
LGBTIQ+ con 10 hechos, los juveni-
les con 9 hechos, las defensoras de 
los derechos de las mujeres con 5 
hechos, los afrodescendientes con 4 
hechos, los sindicales con 3 hechos y 
los estudiantiles con 1 hecho.

Agresiones según tipo de liderazgo
Cifras SIADDHH enero - junio 2024

De las 355 agresiones, los liderazgos indígenas continúan siendo los más 
afectados; al igual que en el 2023, se produjo una disminución en los ataques que 
pasaron de 142 a 111 hechos en este período. Los comunales permanecen en el 
segundo lugar; en este período se presentó una disminución en las agresiones que 
pasaron de 72 en 2023 a 68 en 2024. En cuanto a los demás tipos de liderazgo, se 
confirmaron agresiones en contra de los comunitarios con 52 hechos, los 
campesinos con 39 hechos, los liderazgos de víctimas con 22 hechos, los activistas 
de DDHH con 18 hechos, los ambientales con 13 hechos, los LGBTIQ+ con 10 
hechos, los juveniles con 9 hechos, las defensoras de los derechos de las mujeres 
con 5 hechos, los afrodescendientes con 4 hechos, los sindicales con 3 hechos y 
los estudiantiles con 1 hecho. 
 

 
 

 
Asesinato de personas defensoras de derechos humanos 

Durante el primer semestre de 2024, el Programa Somos Defensores a través del 
SIADDHH confirmó 65 asesinatos, respecto al mismo período del 2023, se produjo 
una disminución en los hechos que en esta oportunidad equivale al 24% con 20 
hechos menos. Junio con 14 casos fue el mes que registró mayor ocurrencia, 
seguido de enero y marzo con 12 casos cada uno, febrero y abril con 11 casos cada 
uno, y por último mayo que presentó el registro más bajo del semestre con 5 casos.  
 
Para este año el Programa Somos Defensores incorporó al SIADDHH, la variable 
de personas con orientación sexual y de género diversas –OSIGD-. De los 65 casos 
documentados durante el semestre, 11 víctimas fueron mujeres (17%), 51 fueron 
hombres (78%) y 3 fueron personas OSIGD (5%). De acuerdo con los casos 
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Durante el primer semestre de 2024, el 
Programa Somos Defensores a través 
del SIADDHH confirmó 65 asesinatos, 
respecto al mismo período del 2023, 
se produjo una disminución en los he-
chos que en esta oportunidad equivale 
al 24% con 20 hechos menos. Junio 
con 14 casos fue el mes que registró 
mayor ocurrencia, seguido de enero y 
marzo con 12 casos cada uno, febrero 
y abril con 11 casos cada uno, y por 
último mayo que presentó el registro 
más bajo del semestre con 5 casos. 

Para este año el Programa Somos 
Defensores incorporó al SIADDHH, la 
variable de personas con orientación 
sexual y de género diversas –OSIGD-. 
De los 65 casos documentados duran-
te el semestre, 11 víctimas fueron mu-
jeres (17%), 51 fueron hombres (78%) 
y 3 fueron personas OSIGD (5%). De 
acuerdo con los casos documenta-
dos, los asesinatos contra lideresas y 
defensoras disminuyeron en 27% (4 
casos menos), cifra que sigue siendo 
preocupante y evidencia la vulnerabi-
lidad de las mujeres al ejercer el lide-
razgo en los diferentes territorios del 
país. En la misma línea, los casos en 
que fueron víctimas los líderes y de-
fensores, registraron una disminución 
del 27% (19 casos menos). Sobre los 
asesinatos cometidos en contra de las 
personas OSIGD, no se cuenta con re-
ferencia para la comparación. 

En cuanto a los asesinatos en razón 
del género, los cuales se refieren a 
aquellos donde el posible móvil es la 
identidad de género de la víctima, du-
rante el primer semestre de 2024 se 
registró 1 caso, el cual fue cometido 
en contra de una lideresa indígena en 

el departamento de Córdoba, el cual 
involucró un alto nivel de sevicia con 
tortura y desaparición forzada previa 
de la víctima.
 
Los lugares de ocurrencia de los 11 
asesinatos en donde las víctimas fue-
ron defensoras y lideresas fueron los 
siguientes: Cauca (2), Distrito Capital 
(2), Caquetá (1), Chocó (1), Córdoba 
(1), Huila (1), Meta (1), Santander (1) y 
Valle del Cauca (1). El registro también 
arrojó que 3 eran lideresas indígenas, 
3 eran lideresas comunitarias, 3 eran 
lideresas comunales, 1 era lideresa 
campesina y 1 era defensora de los 
derechos de las mujeres.

En cuanto a los presuntos responsa-
bles de los asesinatos de mujeres de-
fensoras, se encontró que en 3 casos 
fueron los grupos postacuerdo de paz 
(EMC, Dagoberto Ramos y Frente 39), 
en 3 casos fueron bandas criminales 
(Los mexicanos y La inmaculada), en 
2 casos fueron autores individuales, 
en 2 casos autores desconocidos y 
en 1 caso paramilitares (AGC).

Sobre los 3 casos en los cuales las 
víctimas fueron personas OSIGD, el 
registro arrojó que ocurrieron en los 
departamentos del Cauca, Córdoba y 
Tolima. Los liderazgos ejercidos eran 
activista de DDHH, LGBTIQ+ y campe-
sino. En 9 de los casos se utilizó arma 
de fuego, en 3 arma blanca y en 3 se 
desconoce el tipo de arma utilizada.

En cuanto a los atentados, constituti-
vos de tentativa de homicidio, se re-
gistraron 27 hechos, con una disminu-
ción del 48% (25 hechos menos) con 
respecto al primer semestre del año 

Asesinato de personas defensoras de derechos humanos
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anterior, de los cuales 7 se cometieron 
contra mujeres y 20 contra hombres. 
En 12 hechos se produjo lesión física. 

En 23 hechos se utilizó arma de fue-
go, en 2 se utilizó arma blanca y en 2 
se utilizó material explosivo. 

Asesinatos por departamentos
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Los 65 casos de asesinatos se pre-
sentaron en 19 departamentos y en el 
Distrito Capital, lo que equivale a una 
ocurrencia en el 61% del territorio 
nacional. El departamento del Cauca 
con 12 hechos se mantuvo en el pri-
mer lugar, lo cual ha sido una tenden-
cia en los últimos años; Arauca con 
7 hechos, pasó a ocupar el segundo 
lugar; Chocó con 5 hechos, se ubicó 
en el tercer lugar y el Valle del Cau-
ca, que antes se ubicaba segundo, 
pasó al quinto lugar con 5 hechos. 
Les siguen Antioquia, Córdoba y Nor-
te de Santander con 4 hechos cada 
uno; Bolívar, Huila y Putumayo con 3 
hechos cada uno; Caquetá, Distrito 
Capital, Meta, Santander y Tolima con 
2 hechos cada uno;  Boyacá, Caldas, 
Casanare, Nariño y sucre con 1 caso 
cada uno.

En 53 casos se utilizó arma de fuego, 
en 4 casos se utilizó arma blanca, en 
3 casos el asesinato se produjo por 
asfixia mecánica, en 1 caso se utilizó 
objeto contundente y en 4 casos se 
desconoce el tipo de arma utilizada. 

En 10 casos las personas fueron vícti-
mas de desaparición forzada previa al 
asesinato, estos hechos tuvieron lu-
gar en Arauca (2), Cauca (2), Córdoba 
(2), Antioquia (1), Huila (1) y Putumayo 
(1). También en 16 casos el asesinato 
fue cometido con sevicia, se presen-
taron hechos de tortura en 1 caso, en 
12 casos las víctimas tenían amena-
zas previas, en 11 casos se produje-
ron afectaciones a otros, en 5 casos 
las víctimas eran beneficiarias de me-
didas de protección, 1 caso ocurrió 
en el marco de un secuestro y 1 caso 
se produjo dentro de una masacre.

Asesinatos por departamento
Cifras SIADDHH enero - junio 2024

Putumayo con 3 hechos cada uno; Caquetá, Distrito Capital, Meta, Santander y 
Tolima con 2 hechos cada uno;  Boyacá, Caldas, Casanare, Nariño y sucre con 1 
caso cada uno. 
 
En 53 casos se utilizó arma de fuego, en 4 casos se utilizó arma blanca, en 3 casos 
el asesinato se produjo por asfixia mecánica, en 1 caso se utilizó objeto contundente 
y en 4 casos se desconoce el tipo de arma utilizada.  
 
En 10 casos las personas fueron víctimas de desaparición forzada previa al 
asesinato, estos hechos tuvieron lugar en Arauca (2), Cauca (2), Córdoba (2), 
Antioquia (1), Huila (1) y Putumayo (1). También en 16 casos el asesinato fue 
cometido con sevicia, se presentaron hechos de tortura en 1 caso, en 12 casos las 
víctimas tenían amenazas previas, en 11 casos se produjeron afectaciones a otros, 
en 5 casos las víctimas eran beneficiarias de medidas de protección, 1 caso ocurrió 
en el marco de un secuestro y 1 caso se produjo dentro de una masacre. 
 

 
 
Es importante señalar también los municipios que tuvieron mayor concentración de 
asesinatos. Tame, Arauca, presentó el registro más alto; le siguen Quibdó, Chocó; 
Cúcuta, Norte de Santander; Tuluá, Valle del Cauca. Páez y Silvia, Cauca; Tierralta, 
Córdoba y el Distrito Capital. 
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Es importante señalar también los 
municipios que tuvieron mayor con-
centración de asesinatos. Tame, Arau-
ca, presentó el registro más alto; le 

siguen Quibdó, Chocó; Cúcuta, Norte 
de Santander; Tuluá, Valle del Cauca. 
Páez y Silvia, Cauca; Tierralta, Córdo-
ba y el Distrito Capital.

Municipios con mayor número de asesinatos
Cifras SIADDHH enero - junio 2024

 
 

 
Liderazgos afectados en los asesinatos 
 
Los asesinatos fueron cometidos contra personas que ejercían diferentes tipos de 
liderazgo. Se encuentra en el primer lugar al liderazgo comunal con 19 casos (4 
menos que el año anterior); este es seguido por el comunitario con 19 casos (2 
menos que el año anterior); el indígena permanece en tercer lugar con 11 casos (4 
menos que el año anterior); el campesino en el cuarto lugar con 7 casos (2 menos 
que el año anterior); el juvenil registró 4 casos (1 más que el año anterior); el 
afrodescendiente con 1 caso (3 casos menos que el año anterior); el LGBTIQ+ con 
1 caso (3 menos que en 2023); el de víctimas con 1 caso (2 menos que en 2023); 
el activista de DDHH, con 1 caso cada uno, mantienen la misma cifra que registraron 
en el 2023; se registró 1 caso contra una defensora de los derechos de las mujeres 
y en el liderazgo sindical no hubo registro de asesinatos durante el período.  
 
 
 

Asesinato de personas defensoras 
según el tipo de liderazgo 

Enero-
junio 
2023 

Enero-
junio 
2024 

Liderazgo comunal 23 19 
Liderazgo comunitario 21 19 
Liderazgo indígena 15 11 
Liderazgo campesino 9 7 
Liderazgo juvenil 3 4 
Liderazgo afrodescendiente 4 1 
Liderazgo LGBTIQ+ 4 1 
Liderazgo de víctimas 3 1 

4

3 3 3

2 2 2 2

Tame Quibdó Cúcuta Tuluá Páez Silvia Tierralta Distrito
Capital

Municipios con mayor número de asesinatos
Cifras SIADDHH enero ‐ junio 2024

Los asesinatos fueron cometidos con-
tra personas que ejercían diferentes 
tipos de liderazgo. Se encuentra en el 
primer lugar al liderazgo comunal con 
19 casos (4 menos que el año ante-
rior); este es seguido por el comuni-
tario con 19 casos (2 menos que el 
año anterior); el indígena permanece 
en tercer lugar con 11 casos (4 menos 
que el año anterior); el campesino en 
el cuarto lugar con 7 casos (2 menos 
que el año anterior); el juvenil registró 
4 casos (1 más que el año anterior); 

el afrodescendiente con 1 caso (3 
casos menos que el año anterior); el 
LGBTIQ+ con 1 caso (3 menos que 
en 2023); el de víctimas con 1 caso 
(2 menos que en 2023); el activista 
de DDHH, con 1 caso cada uno, man-
tienen la misma cifra que registraron 
en el 2023; se registró 1 caso contra 
una defensora de los derechos de las 
mujeres y en el liderazgo sindical no 
hubo registro de asesinatos durante 
el período. 

Liderazgos afectados en los asesinatos
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Presuntos responsables de los asesinatos

Asesinato de personas defensoras 
según el tipo de liderazgo Enero-junio 2023 Enero-junio 2024

Liderazgo comunal 23 19

Liderazgo comunitario 21 19

Liderazgo indígena 15 11

Liderazgo campesino 9 7

Liderazgo juvenil 3 4

Liderazgo afrodescendiente 4 1

Liderazgo LGBTIQ+ 4 1

Liderazgo de víctimas 3 1

Liderazgo ambiental 1 0

Activista de DDHH 1 1

Defensoras de los derechos de las mujeres 0 1

Liderazgo sindical 1 0

Total general 85 65

En cuanto a los presuntos respon-
sables de los 65 asesinatos, se en-
contró que 19 fueron presuntamente 
cometidos por grupos postacuerdo 
de paz, 17 por desconocidos, 8 por 

Presuntos responsables 
de los asesinatos Enero-junio 2023 Enero-junio 2024

Grupos postacuerdo de paz 8 19

Desconocidos 50 17

Autores individuales 7 8

Bandas criminales 4 8

Paramilitares 8 7

ELN 6 4

Alianzas criminales 2 2

Total general 85 65

autores individuales, 8 por bandas cri-
minales, 7 por grupos paramilitares, 4 
por el Ejército de Liberación Nacional 
–ELN- y 2 por alianzas criminales. 
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En medio de la reducción en el nú-
mero total de asesinatos, llama la 
atención que el 29% de los casos 
sean cometidos presuntamente por 
los grupos postacuerdo de paz, los 
cuales esta vez superaron a los ac-
tores desconocidos que se ubicaron 
en el mismo periodo del 2023 en el 
primer lugar y, además, con un incre-
mento del 137% en su participación 
en los asesinatos. Esta cifra es bas-
tante significativa y se dio en medio 
de un contexto de crisis en la mesa 
de negociación entre el Gobierno y el 
Estado Mayor Central que llevó a que 
alias Iván Mordisco se separara de los 
diálogos y emprendiera acciones ar-
madas en las zonas donde hace pre-
sencia con sus estructuras, hechos 
en medio de los cuales ha quedado la 

población civil y las personas defen-
soras de derechos humanos. 

También, llama la atención el incre-
mento en el número de asesinatos 
cometidos por bandas criminales y 
autores individuales, tendencia que 
inició en el 2023 y que se sostiene. 
Así se evidencia un posible fortale-
cimiento de estructuras como las 
bandas en las zonas urbanas, hecho 
en medio del cual los liderazgos y 
personas defensoras incrementan su 
riesgo al ser unos de los actores más 
visibles de las comunidades. Este 
semestre las bandas criminales co-
metieron presuntamente asesinatos 
de personas defensoras en Quibdó, 
Cúcuta, Tuluá, Ortega y en el Distrito 
Capital; la mayoría de los casos ocu-
rrieron en Quibdó, Chocó.   

Amenazas individuales

Durante el primer semestre de 2024, 
se confirmaron 211 amenazas indivi-
duales, que a pesar de presentar una 
disminución del 24%, con 68 hechos 
menos hace que se mantenga como 
la agresión más utilizada en contra de 
personas defensoras de derechos hu-
manos y liderazgos sociales. Del total 
de agresiones registradas durante el 
período, su ocurrencia es del 59%; 
este es un mecanismo efectivo para 
desarticular procesos organizativos 

y sociales, o frenar las acciones ejer-
cidas por los liderazgos utilizando el 
temor como herramienta para entor-
pecer sus acciones.

Se mantiene la tendencia de los dos 
años anteriores donde se produjo 
una disminución de estos hechos, 
sin que haya sido representativa, 
pues la cifra evidencia la recurrencia 
a través de las diferentes modalida-
des empleadas.

Amenazas por departamento

Las amenazas se presentaron en 23 
departamentos y en el Distrito Capi-
tal, es decir, en el 73% del país. Entre 

las regiones donde se presentaron 
el mayor número de hechos perma-
nece el departamento del Cauca que 
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se mantiene como la región con ma-
yor número de amenazas (91 hechos) 
donde, además, se presentó un incre-
mento del 10% (8 hechos más). Por 
su parte, Antioquia se ubica en la se-
gunda posición (26 hechos), Santan-
der (21 hechos), Norte de Santander 
(11 hechos), Magdalena (10 hechos) y 
Valle del Cauca (9 hechos). Les siguen 

Cesar (7 hechos), Distrito Capital (6 
hechos), Atlántico, Bolívar, Caquetá, 
La Guajira y Risaralda (3 hechos cada 
uno); Córdoba, Nariño, Putumayo y 
Sucre (2 hechos  cada uno); y final-
mente, Arauca, Boyacá, Caldas, Gua-
viare, Huila, Meta y Tolima (1 hecho 
cada uno).

Amenazas por  departamento
Cifras SIADDHH enero - junio 2024

Presuntos responsables de las amenazas

De las 211 amenazas confirmadas du-
rante el primer semestre de 2024, se 
encontró que en el 35% (75 hechos) 
los presuntos responsables fueron 
autores desconocidos; en el 26% (56 
hechos) paramilitares; en el 24% (52 
hechos) los grupos postacuerdo de 
paz; en el 5% (10 hechos) las bandas 
criminales; en el 5% (10 hechos) el 

ELN; en el 3% (6 hechos) los autores 
individuales; en el 1% (1 hecho) las 
alianzas criminales y, finalmente, en el 
1% (1 hecho) sería la fuerza pública. 

Al comparar el comportamiento de 
los presuntos responsables de las 
amenzas con las cifras del año ante-
rior, se encuentra que en este perío-
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alarmante incremento del 233% (con 7 hechos más), continuando así con la 
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disminución del 64% (con 18 hechos menos), contrario a lo ocurrido en el 2023 
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presentaron un llamativo incremento del 100% (con 3 hechos más). La fuerza 
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do los autores desconocidos pasan 
a ocupar el primer lugar, a pesar de 
existir una disminución del 14% (con 
12 hechos menos); los paramilita-
res pasan a ocupar el segundo lugar 
con una disminución del 40% (con 
38 hechos menos); de igual forma, 
los grupos postacuerdo de paz, que 
permanecieron en el tercer lugar, 
presentaron una disminución del 9% 
(con 5 hechos menos). Las bandas 
criminales presentaron un alarmante 
incremento del 233% (con 7 hechos 
más), continuando así con la tenden-

cia del año anterior. Con respecto a 
las amenazas del ELN,  presentaron 
una disminución del 64% (con 18 he-
chos menos), contrario a lo ocurrido 
en el 2023 donde esta agresión tuvo 
un notable incremento. Los autores 
individuales presentaron un llamativo 
incremento del 100% (con 3 hechos 
más). La fuerza pública obtuvo una 
disminución del 83% (con 5 hechos 
menos). En esta oportunidad no re-
gistraron amenazas por parte de las 
instituciones del Estado.

Número de amenazas por presuntos responsables
Cifras SIADDHH enero-junio 2024
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labor de liderazgo y defensa de los derechos humanos. 
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Tipos de amenazas 

Los presuntos responsables de las 
amenazas utilizaron diversas formas 
para atemorizar a sus víctimas con la 

intención de presionarlas para dete-
nerse en su labor de liderazgo y de-
fensa de los derechos humanos.
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En este período, se produjo una va-
riación que ubicó los hostigamientos 
como el mecanismo más utilizado 
para amedrentar a los liderazgos (63 
hechos), el panfleto (49 hechos) pasó 
a ocupar el segundo lugar y sigue 
siendo uno de los medios más utiliza-
do para dirigir mensajes para intimidar 
a los liderazgos, le siguen la llamada a 

fijo o celular (25 hechos), el mensaje 
de texto (24 hechos), la intimidación 
con arma de fuego (22 hechos), el co-
rreo electrónico o las redes sociales 
(17 hechos) y el asesinato o atenta-
do contra un familiar (2 hechos); en 
9 hechos no se identifica la forma de 
amenaza.

Tipo de amenazas
Cifras SIADDHH enero - junio 2024
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Conclusiones

A partir del monitoreo permanente 
que desde el Sistema de Informa-
ción de Agresiones Contra Personas 
Defensoras, del Programa Somos 
Defensores se realiza a la violencia 
selectiva, ha sido posible identificar 
varias de las transformaciones de las 
violencias en general y del conflicto 
armado. En los últimos años, nuestra 
atención se ha puesto particularmen-
te sobre los actores que son presun-
tos responsables de las agresiones 
y de los territorios donde estas ocu-
rren. Esto nos ha permitido ver la ato-
mización de varias estructuras arma-
das, sus disputas, el fortalecimiento 
armado y territorial de todos los gru-
pos ilegales y el ensañamiento parti-
cular de algunas estructuras, contra 
las personas defensoras de derechos 
humanos y liderazgos sociales.

Los últimos siete años marcan un 
periodo de mucho movimiento, y 
aunque en el 2018 no era posible 
anticiparse al estado en el que se 
encontraría el país, para el 2024, las 
transformaciones en los repertorios 
de los grupos armados y la ocurren-
cia cada vez mayor de agresiones en 
algunas regiones dejaban entrever la 
avanzada de estos actores y el incre-
mento de los riesgos para la pobla-
ción civil.

De alguna manera muchas organiza-
ciones que estudian la paz, el conflic-
to armado y que hacen seguimiento a 
la situación humanitaria en Colombia, 
generaron alertas para que se toma-
ran medidas de manera oportuna y 
así evitar una situación como la que 

hoy atraviesa el país en materia de 
seguridad y garantía de derechos. 
Con la inacción de los gobiernos y, a 
pesar de las mismas alertas genera-
das por el Estado a través del Siste-
ma de Alertas Tempranas, de la De-
fensoría del Pueblo, las solicitudes de 
las comunidades no fueron atendidas 
y la población civil evidenció como 
poco a poco los actores armados re-
tomaban los territorios y la guerra se 
agudizaba.

Con todo esto y con el análisis del 
primer semestre del 2024, podemos 
afirmar que nos encontramos como 
país en un momento de grandes re-
tos. La presencia de grupos armados 
ilegales es una amenaza para la vida 
e integridad de las comunidades, sus 
procesos organizativos y especial-
mente de las personas defensoras 
de derechos humanos. Es casi impo-
sible trabajar por los derechos en un 
contexto de intimidación constante y 
quienes lo hacen están arriesgando 
sus vidas.

Por esta razón, seguimos insistiendo 
en la urgencia de que el Gobierno 
Nacional ratifique e implemente las 
políticas que permitan generar ga-
rantías para personas defensoras y 
liderazgos sociales. A pesar del am-
plio marco normativo existente en el 
país y de nuevas apuestas como el 
Plan de Emergencia, la declaratoria 
del Estado de Cosas Inconstitucional 
por la violación de los derechos fun-
damentales de las personas lideresas 
y defensoras, y el Acuerdo de Escazú, 
entre otras medidas, no se evidencian 



108

avances que se traduzcan en mejorar 
las condiciones para ejercer el dere-
cho a defender los derechos en los 
territorios; la lentitud de su implemen-
tación se antepone completamente a 
la velocidad de la guerra.

Es fundamental que exista una coor-
dinación en las instituciones del Es-
tado para no duplicar esfuerzos y ser 
estratégicos en el despliegue de las 
acciones que demandan las diferen-
tes políticas. Además, señalamos la 
necesidad del trabajo conjunto entre 
el gobierno y las comunidades, para 
que a partir de consensos se pueda 
generar una coherencia entre las po-
líticas y las necesidades de las perso-
nas en los territorios. 

Reiteramos el llamado al gobierno na-
cional, como un mensaje urgente, y 
es la necesidad de cambiar el modelo 
de protección que hoy se encuentra 
en cabeza de la UNP. Si no se transfor-
ma la forma de protección estatal en 
Colombia, continuaremos asistiendo 
al asesinato, desarraigo y agresiones 
de las personas defensoras y quienes 
ejercen liderazgos sociales. 

En este mismo sentido, es fundamen-
tal el avance de la política de Paz To-
tal. Esta propuesta por parte del Go-
bierno generó grandes expectativas y 
llevó a que se hicieran apuestas im-
portantes por parte de organizaciones 
sociales, liderazgos y comunidades, 
que ahora, en la mayoría de los casos, 
se enfrentan a la incertidumbre sobre 
el futuro de la paz. En este punto la 
mayoría de negociaciones y diálogos 
sociojurídicos, no tienen avances sig-
nificativos y los que tenían avances se 
han frenado por diferentes razones, 
pero la más sustancial es la falta de 
compromisos de los actores ilegales; 
generar acciones para desatascar los 
procesos es urgente, la situación en 
los territorios no da espera y es nece-
sario honrar las apuestas de la pobla-
ción civil que es quien se expone di-
rectamente a estos actores armados.

A pesar de la crueldad de la que han 
sido testigos las comunidades y sus 
territorios, la paz siempre aparece 
como un sueño al que vale la pena 
apostarle, pero no debería ser a costa 
de la vida misma. Por ello los actores 
tomadores de decisiones tienen el 
deber, de materializarlo.
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